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Por el presente texto se pretende analizar de forma sistemática, organizada y con suficiente 
profundidad el régimen jurídico y tributario de un sector de la economía germinante, competitivo 
y con enorme potencial de crecimiento, empleabilidad y desarrollo, que desde su nacimiento ha 
dado de qué hablar en varias instancias del debate nacional, ya sea por las grandes sumas de dinero 
que por allí se mueven, por los tratamientos preferenciales en materia impositiva, o por las 
afecciones que pueden generar en la ciudadanía; se trata de las apuestas por internet, una actividad 
que llegó para quedarse. 
Este fenómeno, que data en el mundo de comienzos de los años 90, y cuyo rastro es difícil 
de seguir hasta su origen, al tratarse de la búsqueda del origen de portales web en internet, 
encuentra un hito en su origen con la promulgación del Free Trade and Processing Zone Act No. 
12 de 19941, en Antigua y Barbuda, tratándose así de la primera regulación del juego online en el 
mundo en virtud de la cual se otorgaron las primeras licencias de juego en línea como actividad 
regulada2. 
Desde entonces y hasta hoy, ha mostrado un crecimiento exponencial con el paso de los 
años de la mano del crecimiento de internet, los mercados financieros y las transacciones en línea, 
el cual se ve reflejado en Colombia cuando las cifras actuales3 superaron toda proyección que 
Coljuegos, ente administrador del juego en Colombia, hubiese podido realizar cuando planeaba la 
regulación4. 
 
1 Normativa disponible en el portal web http://zone.gov.ag  
2 Ver “Antigua and Barbuda Licensing” disponible en https://empireglobal.partners/antigua-barbuda-
licensing/ consultado vía VPN el 20 de enero de 2020. 
3 Ver “Las apuestas en línea mueven $5,4 billones este año y crecen más de 300%”. 23 de diciembre de 
2019. La república. Recuperado de https://www.larepublica.co/especiales/mis-documentos-final-2019/las-
apuestas-en-linea-mueven-54-billones-este-ano-y-crecen-mas-de-300-2946863, consultado el 20 de enero 
de 2020. 
4 Ver Memorias justificativas del Acuerdo 04, capítulo 4, pág. 10, Gráfico: Proyección de derechos de 
explotación, juegos operados por internet, que establece una proyección para el 2019 de 21.906 millones 
de pesos en recaudo de derechos de explotación, la cual fue superada mucho tiempo atrás. 
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Es por su relevancia, por sus características novedosas, por las características de su 
regulación, que se hace necesario un análisis de su régimen legal y tributario para poder así 
determinar, bajo la legislación colombiana cómo funciona y qué cargas impositivas tiene una 
actividad de esta naturaleza, sobre todo porque, como se verá en el curso del texto, no parece haber 
siempre una respuesta correcta, pero los efectos, eso sí, son distintos dependiendo de las posturas 
que se adopten. 
Se revisará mediante el presente texto monográfico descriptivo y analítico, y con base en 
buena parte en mi experiencia profesional 5 , en dos grandes capítulos, su régimen legal y 




5 Experiencia profesional obtenida luego de más de dos años de trabajo al interior de una de las empresas 
del sector como asesor jurídico, director jurídico, director de riesgos y director de operaciones 
respectivamente, conociendo de primera mano las discusiones y disertaciones del día a día del sector, sus 
preocupaciones y proyecciones. 
3 
 
Capítulo I. Nociones generales sobre el régimen de apuestas en Colombia 
 
Nos adentramos al análisis del régimen legal y regulatorio de las apuestas por internet, partiendo en un 
primer momento de la definición y consideraciones de las apuestas en general, para luego, a través de la 
desagregación de tipos o modalidades de juego, llegar a un específico, esto es los operados por internet. 
Cabe resaltar en un primer momento, que la principal diferencia del tema de estudio con los demás juegos 
es el canal por el que el usuario accede a la oferta del mismo, el internet. Los juegos de azar, tan antiguos 
que son, han correspondido siempre a los mismos principios para su funcionamiento, ya sea la expectativa 
de que el azar le defina como ganador pudiendo con poco ganar mucho, o la posibilidad de que mediante 
el análisis o la habilidad pueda imponerse como ganador sobre otros jugadores, mediando siempre, en 
mayor o menor proporción, el factor suerte. 
Es así, por el nuevo canal que las tecnologías permiten en el que se desarrolle el juego, que se crean en el 
mundo, y en Colombia en esta ocasión, regulaciones que buscan controlar el juego que se ofrece por ésta 
vía, debiendo flexibilizar las estrictas restricciones ya establecidas para el juego físico, así como contemplar 
nuevos escenarios que se crean por la naturaleza del canal: el saldo virtual pre comprado o fiado, tiempos 
y condiciones para el retiro del saldo, garantías mínimas para operar el juego toda vez que se logran acaparar 
grandes sumas de dinero, obligación de retorno, y demás. Ha representado entonces, una oportunidad y 
necesidad de diseño legislativo para hacer frente a esta realidad. 
 
1. Nociones sobre los juegos de suerte y azar 
 
Los juegos de suerte y azar, esas prácticas a menudo clandestinas e indecorosas 
consistentes en la creación de expectativa de enriquecimiento inmediato por la correcta predicción 
de hechos futuros o inciertos o por el simple acaecimiento de un evento fortuito, práctica tan 
antigua como la existencia del mismo dinero y por lo mismo de la intención de lucro, ha 
acompañado a la humanidad a lo largo de toda su historia. Ya en la antigua Grecia, según relata 
Homero, hace más de 3.500 años germinaban las prácticas que hoy se conoce como el Póker y las 
predicciones en los dados, entonces favorecidas por los dioses Hermes y Pan, así como en la 
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antigua Roma eran comunes las apuestas a las peleas de animales fieros o al resultado de una 
batalla sangrienta en sus anfiteatros6. 
Estas prácticas justamente, que van de la mano con la fortuna de unos y el infortunio de 
muchos, se han proliferado y popularizado de forma exponencial en las últimas décadas, teniendo 
como ejemplo de ello los masivos torneos de Póker presencial que se llevan a cabo alrededor de 
todo el mundo, la emblemática ciudad del juego “Las Vegas” o, para no ir tan lejos, la cultura del 
chance o el Baloto en Colombia o la Quiniela en España. 
Es por su relevancia en la cultura de una sociedad, por el riesgo de su proliferación sin 
control por parte de particulares, por los posibles amaños, fraudes o trampas que se pueden 
presentar, que en la mayoría de los Estados se trata de una práctica restringida o, como lo es en el 
caso colombiano, un monopolio estatal, pues, al menos en nuestro territorio ha recibido dicho 
tratamiento desde que se establecieron tributos coloniales por los juegos de gallos y los naipes en 
el virreinato español7. 
Naturalmente y con el paso del tiempo este monopolio ha sido regulado por disposiciones 
diversas, encontrándose desde la Constitución de 1886 que estableció el monopolio rentístico de 
los juegos de suerte y azar desarrollada por las leyes 98 de 1888, 64 de 1923 y 12 de 1932, así 
como posteriormente la ley 1 de 19828, el decreto legislativo 386 de 1983 y la ley 10 de 19909. 
De forma más reciente, con la expedición de la Constitución de 1991 el tema fue 
nuevamente contemplado en su artículo 336 y desarrollado por la hoy vigente ley 643 de 2001, 
 
6 Ver “Análisis de los tributos generados por la explotación de juegos de suerte y azar en Bogotá” – 
Morales 
Amado, Manuel Antonio y Otros. Universidad Piloto de Colombia. Bogotá 2016. pág. 20. 
7 Ver Meisel Roca, Adolfo. “Crecimiento, mestizaje y presión fiscal en el virreinato de la nueva granada, 
1761-1800”. Artículo de Investigación. Recuperado de: 
http://www.banrep.gov.co/docum/Lectura_finanzas/pdf/28.pdf, página 18. Consultado el 24 de enero de 
2020. 
8 Se trata de la ley orgánica que primero concibió la destinación específica para la salud de los recursos 
provenientes de loterías. 
9 Ver “El IVA en los juegos de suerte y azar en Colombia” – Gil Corredor, Olga Lucía. Tesis de maestría 
Universidad Externado de Colombia. Bogotá 2019. pág. 16 – 20 
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constituyendo un rubro muy importante de destinación específica a la salud de las municipalidades 
y departamentos10. 
Cabe recalcarse que ya en el código civil de Bello se incorporaron previsiones sobre los 
juegos de azar y apuestas, estamos hablando de los artículos 2282 a 2286, en donde se les clasifica 
como un contrato aleatorio, siendo este una clase de actos jurídicos bilaterales, de naturaleza 
onerosa, en que se pacta que una de las prestaciones debidas esté sujeta, en cuanto a la posibilidad, 
cantidad o calidad de la prestación, a lo que pudiera ocurrir a futuro, sin que este evento pueda ser 
calificado de condición del contrato (ya que el contrato existe con independencia del evento), sino 
de una contingencia de ganancia o pérdida (Gabrielli, E., 2013). 
Además de lo anterior, señala el código civil en su artículo 2283 que “El juego y apuesta 
no producen acción ni excepción. El que gana no puede exigir pago. Si el que pierde paga, tiene, 
en todo caso, acción para repetir lo pagado”. Y en el 2286 nos dice que “únicamente producirán 
acción los juegos de fuerza o destreza corporal, como el de armas, carreras a pie o a caballo, pelota, 
bola y otros semejantes, con tal que en ellos no se contravenga a las leyes de policía”, es así como 
los juegos estuvieron desprovistos en un origen de respaldo legal para la protección de los 
consumidores. 
Con la expedición de la ley 64 de 1923, se prohibieron todos los juegos de suerte y azar 
(carteles) distintos de las loterías departamentales o municipales. Y eso que hoy nos parece extraño 
en su momento correspondía a la connotación social que tenía; muestra de ello, en palabras de un 
magistrado de la Corte Suprema de Justicia, lo vemos en la sentencia del 14 de noviembre de 1924 
al señalar que: 
“(…) son inhonestos los juegos que llevan en sí mismo el engaño o que lo favorecen; que 
exigen o conducen a apuestas de dinero suficientes para causar la ruina de familias, que fomentan 
la holgazanería y distraen el trabajo. El de loterías de carteles que prohibió el legislador de mil 
novecientos veintitrés, es el de suerte y azar a que se dedican algunos en busca de ganancia, 
sujeto a contingencias que no dependen de su habilidad o destreza, porque conduce al fomento 
de centros perniciosos; en manera alguna el juego como distracción social, que es admitido hasta 
 
10 Ver “Coljuegos recaudó $574 mil millones en 2018 por derechos de explotación de los juegos de suerte 




en los hogares más severos en punto a moralidad. Fue prohibida pues, esa clase de juegos, por 
las funestas consecuencias que engendra a los que a él se entregan como ocupación inhonesta.” 
Es solo hasta 1990, con la expedición de la ley 10, que los demás juegos diferentes de las 
loterías, apuestas permanentes o chance dejaron de ser ilícitas y se abre en Colombia la puerta 
para que emerja un nuevo sector de la economía, pues su artículo 42 estableció "como arbitrio 
rentístico de la Nación la explotación monopólica, en beneficio del sector salud, de todas las 
modalidades de juegos de suerte y azar, diferentes de las loterías y las apuestas permanentes 
existentes"11. Encuentra con posterioridad reconocimiento este monopolio en el inciso 4° del 
artículo 336 de la Constitución de 1991, en el cual se señaló que "las rentas obtenidas en el 
ejercicio de los monopolios de suerte y azar estarán destinadas exclusivamente a los servicios de 
salud". 
 
2. Sobre los juegos de suerte y azar operados por internet 
 
Las apuestas por internet, como las demás apuestas en Colombia, corresponden a una 
actividad restringida para su libre explotación económica al corresponder por mandato del artículo 
336 de la constitución y de la ley 643 del 2001, que lo desarrolla en su artículo primero, a un 
monopolio rentístico de la nación definido como la facultad exclusiva del Estado para explotar, 
organizar, administrar, operar, controlar, fiscalizar, regular y vigilar todas las modalidades de 
juegos de suerte y azar, y para establecer las condiciones en las cuales los particulares pueden 
operarlos, facultad que siempre se debe ejercer en respeto del interés público, social y con fines de 
arbitrio rentístico a favor de los servicios de salud, incluidos sus costos prestacionales y la 
investigación12. 
En este sentido, el art. 336 de la Constitución Política de Colombia de 1991 finalmente 
aprobado y que en sus primeros incisos señala:  
 
11 Esta constitución del monopolio es fundamental, y lo fue también en el momento en que se analizó si la 
ley 643 de 2001, regulatoria del monopolio, debió crearlo primeramente antes de reglamentarlo, lo cual 
fue objeto de análisis en similares términos a lo aquí expuesto por la Corte Constitucional en la sentencia 
C-1070 de 2002. 
12 Ver “Análisis de los tributos generados por la explotación de juegos de suerte y azar en Bogotá” – 
Morales Amado, Manuel Antonio y Otros. Universidad Piloto de Colombia. Bogotá 2016. pág. 12. 
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“Ningún monopolio podrá establecerse sino como arbitrio rentístico, con una finalidad de interés 
público o social y en virtud de la ley. La ley que establezca un monopolio no podrá aplicarse antes 
de que hayan sido plenamente indemnizados los individuos que en virtud de ella deban quedar 
privados del ejercicio de una actividad económica lícita. La organización, administración, control y 
explotación de los monopolios rentísticos estarán sometidos a un régimen propio, fijado por la ley de 
iniciativa gubernamental” 
Se trata de una continuación de la tradición legal y constitucional que se venía observando 
sobre los juegos de suerte y azar en Colombia. 
Ahora bien, lo anterior no implicó que no existiese discusión al interior de la Asamblea 
Constituyente sobre la forma en cómo el Estado debía participar en la explotación y regulación de 
los juegos de suerte y azar, y si los mismos debían ser o no un monopolio o arbitrio rentístico para 
la Nación. En este punto vale la pena citar lo recapitulado en la Sentencia C-1191 de 2001:  
“18-Una revisión de los antecedentes del artículo 336 de la Carta muestra que el 
mantenimiento de los monopolios rentísticos fue altamente cuestionado en la Asamblea 
Nacional Constituyente. Así, la Comisión Quinta propuso eliminar estos monopolios para, 
en su lugar, permitir la imposición de tributos sobre el consumo de los bienes y servicios 
correspondientes, supliendo con ello la necesidad de captar determinados recursos, pero 
dejando a los particulares la explotación de tales actividades. Dijo entonces la respectiva 
ponencia:  
“En el siglo pasado y aún a comienzos del actual, era usual considerar que el establecimiento 
de un monopolio a favor del Estado constituía una fórmula efectiva para arbitrar recursos 
fiscales. La teoría económica contemporánea ha demostrado que lo mismo puede 
conseguirse con la aplicación de impuestos específicos sobre el consumo de los bienes y 
servicios correspondientes. Más aún, la práctica en Colombia y en otros países ha 
demostrado con creces que esta segunda opción es claramente superior a la primera, tanto 
en términos de eficiencia económica como de la magnitud de recursos que puede obtener el 
Estado”.  
La misma ponencia cuestionaba la ineficiencia, la corrupción y el exceso de burocracia de 
estos monopolios rentísticos en cabeza de las entidades territoriales, y concluía al respecto:  
“Basta con detenerse a observar lo que ha sucedido con muchas de las licoreras 
departamentales, en las que el crecimiento burocrático, la ineficiencia y la corrupción han 
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conducido a que, al tiempo que se cargan altos precios al consumidor, se obtiene un exiguo 
margen neto de recursos para la entidad territorial respectiva. Esta es una herencia de los 
días de la Colonia que se perpetuó en las constituciones de nuestra vida republicana y que 
obedece a una concepción económica ya superada en la teoría y en la práctica.  
Por esta razón, se propone eliminar de la Constitución la posibilidad de establecer 
monopolios como arbitrios rentísticos. Lo anterior no significa que en actividades como la 
producción de licores o los juegos de azar se permita una absoluta libertad económica, sin 
salvaguarda alguna de la salud pública, los dineros de los participantes en los juegos de azar 
y los ingresos fiscales de los departamentos”.  
No obstante, durante el debate también fueron presentados algunos proyectos que 
defendieron el mantenimiento de los monopolios como arbitrio rentístico, por su importancia para 
los ingresos de ciertas entidades territoriales y por ello la solución final fue, una intermedia entre 
ambas posturas. Al respecto señaló la Corte:  
“19-Esta breve revisión histórica muestra que el mantenimiento de los monopolios como 
arbitrio rentístico generó fuertes discusiones en la Asamblea Constituyente: algunos sectores 
propugnaron por su eliminación, por considerar que esos ingresos podían ser obtenidos más 
eficientemente por medio de impuestos, y que esos monopolios eran una fuente de 
corrupción e incoherencia estatal, puesto que no sólo los casos de peculados eran numerosos 
sino que se buscaba financiar servicios como la salud y la educación a través del estímulo a 
la venta de licores y de juegos de azar. Otros sectores, en cambio, defendieron la institución 
de los monopolios rentísticos por cuanto constituían una fuente esencial de ingreso para 
ciertos departamentos. Luego de las amplias discusiones, la Asamblea Constituyente llegó a 
una solución de transacción: mantener la posibilidad de los monopolios rentísticos pero 
sometidos a una regulación estricta”.  
En conclusión, y en palabras de la misma Corte Constitucional estos antecedentes 
históricos permiten comprender mejor el contenido del artículo 336 de la Carta. Así, es claro que 
el Constituyente autorizó los monopolios rentísticos, pero que también buscó establecer un 
régimen severo que evitara los problemas de corrupción e ineficiencia que se habían detectado 
durante la vigencia de la anterior Constitución. Por ello la Carta establece que estas actividades 
están sujetas a un régimen jurídico “propio”, que deberá ser desarrollado por una ley de iniciativa 
gubernamental. La Carta cedió entonces al legislador la facultad de crear los monopolios para que, 
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en el curso del debate político y democrático, determinara la conveniencia y necesidad de 
imponerlos, así como el régimen más adecuado y conveniente para su organización, 
administración, control y explotación13. 
Nos prevé la legislación que existe sobre este tema, en particular la ley 643 del 2001, que 
este monopolio será operado en el país de dos formas: de forma directa por el estado o mediante 
autorización a terceros. La operación de forma directa corresponde a aquella que realizan los 
departamentos y el Distrito Capital, por intermedio de las empresas industriales y comerciales, 
sociedades de economía mixta y sociedades de capital público que se destinen para este fin. La 
operación mediante terceros será aquella que realizan personas jurídicas, en virtud de autorización, 
mediante contratos de concesión en los términos de la Ley 80 de 1993, celebrados por particulares 
con las respectivas entidades territoriales, las empresas industriales y comerciales del Estado o con 
las sociedades de capital público autorizadas para la explotación del monopolio. 
Tanto para la operación de forma directa como mediante terceros existen regímenes para 
el cálculo y determinación de los derechos de explotación, entendidos estos como los derechos 
pecuniarios legalmente establecidos que los operadores de los juegos de suerte y azar deben cubrir 
en el ejercicio de su actividad comercial. Así como también, se determinó el régimen de los gastos 
de administración que se deben pagar para cada tipo de juego y para cada forma de explotación.  
La referida ley 643 trae un desarrollo sobre lo que serían los distintos tipos de juegos de 
suerte y azar señalando para cada uno de qué forma será operado, si directamente o mediante 
terceros, y cuál será su régimen de liquidación y pago de los derechos de explotación y gastos de 
administración, que clasifica de la siguiente forma: 
a) Juegos de apuesta permanente o chance (arts. 21 a 26) 
b) Rifas (Arts. 27 a 30) 
c) Demás juegos 
d) Juegos promocionales (Art. 31) 
e) Juegos localizados (Arts. 32 a 35) 
f) Juegos sobre eventos deportivos, gallísticos, caninos y similares. (art. 36) 
g) Juegos novedosos (Art. 38) 
 
13 Ver sentencia de la Corte Constitucional C-1191 del 2001 
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i. Juegos masivos operados por internet 
ii. Baloto 
iii. Súper Astro 
iv. Apuestas deportivas paramutuales 
Por otra parte, debe mencionarse que la ley 643 del 2001 en su artículo 39 crea la que sería 
la empresa industrial y comercial del estado de orden nacional vinculada al ministerio de salud con 
personería jurídica, autonomía administrativa y capital independiente cuyo objeto fuere la 
explotación como arbitrio rentístico de los juegos definidos por la referida ley como novedosos 
denominada ETESA, Empresa Territorial para la Salud, adscrita al ministerio de salud. 
Empresa constituida con el capital que resultó de la liquidación de la sociedad Ecosalud 
S.A., posteriormente envuelta en escándalos por corrupción y extorción por parte de funcionarios 
de la entidad a empresarios que pretendían contratar con el estado por lo que se ordena mediante 
el decreto 175 de 2010 su liquidación14, proceso que culmina finalmente el 31 de agosto del año 
2012 luego de dos prórrogas decretadas por los decretos 4961 de 2011 y 873 de 2012 en aras de 
coordinar la cooperación de los funcionarios liquidadores con el nacimiento de la que hasta hoy 
pervive empresa industrial y comercial del estado COLJUEGOS adscrita ahora al ministerio de 
hacienda, entidad que inició en funcionamiento desde el 1 de abril del año 2012. 
Mediante el decreto 4142 de 2011 se crea entonces COLJUEGOS con las principales 
funciones de explotar y administrar los juegos de suerte y azar, expedir los reglamentos de juegos 
de suerte y azar de su competencia, así como definir las características de quienes deseen contratar 
con el estado la concesión del monopolio. 
 
3. Régimen jurídico de las apuestas por internet en Colombia 
 
Una vez realizado el preámbulo anterior es dable ahora entrar a conocer las que constituyen 
las fuentes formales normativas de las empresas autorizadas para explotar los juegos de suerte y 
azar en la modalidad de novedosos, juegos operados por internet, por lo que no serán objeto de 
 
14 Ver “Hueco negro”. Marzo del 2000. Columna de opinión. Revista Semana. Recuperado de: 
https://www.semana.com/nacion/articulo/hueco-negro/42533-3. Consultado el 12 de octubre de 2019. 
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estudio las diferentes reglamentaciones para los demás tipos de juegos, como los más extendidos 
y conocidos juegos localizados o casinos.  
El texto será abordado con una descripción en primer lugar a los reglamentos del juego, 
siendo así el Acuerdo 04 de 2016 su principal fuente, posteriormente modificado levemente por el 
Acuerdo 05 de 2018, 02 de 2019, 04 de 2019 y 02 de 2020, en segundo lugar la resolución 25334 
de 2016 por la que se fijan los requisitos y las garantías que se deben cumplir para la concesión de 
la actividad y finalmente se presentará la fuente directa de obligaciones de la operación de cada 
concesionario describiendo la estructura y características de los contratos de concesión que 
acarrean la observancia, seguimiento y cabal cumplimiento de cerca de 70 obligaciones específicas 
y de naturaleza variada. 
 
3.1. Acuerdo no. 04 de 2016 de Coljuegos E.I.C.E 
 
Se hace referencia al documento de que trata este acápite como el reglamento de las 
apuestas por internet en sentido amplio, aunque, en stricto sensu, el reglamento de la actividad se 
debe entender conformado además por los documentos referentes a los requerimientos técnicos15 
que buscan cobijar todo tipo de juegos, siempre que se encuentre autorizados, que cuente con la 
única característica en común de ofrecerse por internet a través de páginas web. 
Se trata de la primera reglamentación sobre la materia que se produce en toda América 
Latina16, por lo que se constituye como un referente para toda la región, la cual se ha encontrado 
desde que empezó su ejecución a la expectativa de evolución del mercado; esta reglamentación 
fue construida tomando como referencia modelos de la misma materia de las jurisdicciones 
española e italiana, así como de la experiencia europea en general, al tratarse de mercados maduros 
en la materia17. 
 
15 Ver “Requerimientos técnicos V.2.” Disponible en 
https://www.coljuegos.gov.co/publicaciones/juegosonline_pub, consultado el 08 de diciembre de 2019. 
16 Ver “Reglamentan los juegos de azar en línea en Colombia”. Diciembre de 2016. El Tiempo. 
Recuperado de: https://www.eltiempo.com/tecnosfera/novedades-tecnologia/reglamentacion-de-juegos-
de-azar-en-linea-en-colombia-42179, consultado el 15 de enero de 2020 
17 Ver Memorias justificativas del Acuerdo 04, capítulo 4, pág. 18, en donde se afirma haber tomado 
como referencia a la jurisdicción española, italiana y francesa. 
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A pesar de tomar como principal referencia al mercado español, aprovecho para poner de 
manifiesto que en la regulación colombiana se pretendió incluir en un solo texto normativo las que 
en aquel país serían dos distintos: La regulación para operar exclusivamente por internet 
establecida mediante la ley 13 de 2011 española y la regulación para la venta terrestre de apuestas 
deportivas anónimas que se reglamentan por cada territorio autónomo, tema que se analizará más 
a fondo en los partes que siguen. 
Pues bien, dejando esto de lado y entrando en su contenido, el Acuerdo 04 del 16 de mayo 
de 2016 en términos generales incluye disposiciones con relación a: la dinámica del juego, el 
método para el cálculo de los derechos económicos que se generan a favor del estado para la 
explotación del juego denominados derechos de explotación, los tipos de juego autorizados, los 
requisitos para la participación del juego, disposiciones sobre el retorno al jugador, los canales 
para la adquisición de créditos para la participación, así como disposiciones variadas referentes al 
juego responsable y a los mecanismos con que cuentan los jugadores para evitar caer en prácticas 
ludópatas o dilapidadoras, asuntos que se desarrollan a continuación. 
 
3.1.1. La dinámica del juego 
 
Los juegos operados por internet son una modalidad de juegos de suerte y azar de tipo 
novedoso en la cual el jugador usando dispositivos de conexión remota ingresa a los canales 
interactivos del operador del juego, accediendo a una cuenta de usuario donde previamente ha 
registrado sus datos personales y en la cual, a través de los medios de pago habilitados, puede 
adquirir créditos para la participación en los juegos, luego de lo cual accede a la oferta de juegos 
a apostar y, finalmente, de obtener ganancias por premios, las puede retirar de forma cómoda y 
segura. 
Luego de adquiridos los créditos para la participación, éstos se ven reflejados como saldo 
disponible en su cuenta de juego con los cuales el jugador podrá realizar las apuestas que desee en 
la pagina web en que se encuentra registrado, luego de lo cual se produce el juego y se obtiene un 
resultado. 
Producido el resultado el jugador es acreedor de los premios que le correspondieren de 
acuerdo con el plan de premios y las regla para cada tipo de juego, los cuales se reflejarán de forma 
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inmediata como saldo disponible en la cuenta de juego del usuario para poder ser jugados de nuevo 
o para ser solicitados en retiro a través de cualquiera de los canales dispuestos por el operador para 
ser traducidos en dinero, previo cumplimiento de las retenciones tributarias de haber lugar a ellas. 
Se consideran elementos del juego, entendiendo elementos como las partes que conforman 
un todo, los dispositivos de conexión remota (siendo estos los equipos o hardware a través de los 
cuales se accede al portal web dispuesto por el operador, pudiendo ser estos celulares, tablets, 
computadores, etc.), el canal interactivo del operado (entendido éste como el portal web o página 
de internet a la que deben los jugadores acceder y en donde se muestran las funcionalidades del 
perfil de juego de cada usuario, así como el lugar donde se ofertan los mercados de apuesta), 
Internet (como el medio a través del cual se accede al portal web ofrecido por el operador), El 
Sistema Técnico del Juego (como el conjunto de especificaciones y componentes que soportan la 
operación del juego donde se encuentran entre otros, las bases de datos de los usuarios, el respaldo 
de los datos de transacciones de juego, la programación del portal web, así como la Bodega de 
Datos y el sistema de inspección que le permiten a la entidad vigilante ejercer efectiva supervisión 
sobre la operación que se desarrolla) y los medios de pago (siendo éstos los contenidos en el 
artículo 33 del Acuerdo 04 donde se incluyen las tarjetas débito, tarjetas crédito, transferencias 
bancarias, pagos en efectivo, canales de giros, monederos virtuales, etc.). 
 
3.1.2. Derechos económicos del estado sobre la operación del Juego 
 
Hablar de ellos es referirse tanto a los derechos de explotación como a los gastos de 
administración que los operadores deben pagar periódicamente, como a continuación se explica, 
siendo una de las principales obligaciones que se generan por la concesión del juego, a favor del 
estado, con la característica principal de tratarse de un recurso de destinación específica, esto es la 
del presupuesto de salud de las distintas municipalidades18. 
Estos derechos económicos se encuentran reglamentados por los artículos séptimo a 
décimo de la ley 643 de 2001 el cual dice que los derechos de explotación constituyen la renta del 
monopolio a cargo de cada uno de los operadores que exploten cada modalidad de juego, los cuales 
 
18 Ver sentencia C-571 de 2003 
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deben ser cancelados dentro de los primeros diez días hábiles de cada mes y girados posteriormente 
directamente a los servicios de salud o a la entidad que haga sus veces, al Fondo del Pasivo 
Pensional del Sector Salud correspondiente. 
Posteriormente, la referida ley en cada modalidad de juego procede a determinar la forma 
y la tarifa deberá pagar quien explote el monopolio, por ejemplo los concesionarios del juego de 
apuestas permanentes o chance pagarán mensualmente a la entidad concedente a título de derecho 
de explotación, el doce por ciento (12%) de sus ingresos brutos, las rifas generan derechos de 
explotación equivalentes al catorce por ciento (14%) de los ingresos brutos, los juegos 
promocionales generan en favor de la entidad administradora del monopolio derechos de 
explotación equivalentes al catorce por ciento (14%) del valor total del plan de premios, los juegos 
localizados pagan tarifas diferenciadas de derechos de explotación entre máquinas tragamonedas, 
mesas de juego como Póker y Blak Jack, esferódromos o ruletas, salones de bingo, etc., las 
apuestas sobre eventos hípicos se fijaran por cada municipio y las que se realicen sobre carreras 
en el exterior pagaran una tarifa del 15% sobre los ingresos brutos. 
Para el caso de los juegos novedosos, de los que hacen parte los juegos operados por 
internet, lo establece el artículo 38 de la referida ley y dice que los derechos de explotación que 
deben transferir quienes operen juegos novedosos equivaldrán como mínimo al 17% de los 
ingresos brutos, régimen aplicable al super astro como juego novedoso que es, pero, cuando se 
operen juegos novedosos en los cuales el retorno al jugador de acuerdo con el reglamento del juego 
sea igual o superior al 83% los derechos de explotación tendrán una tarifa mínima del 15% sobre 
los ingresos brutos menos los premios pagados19. Sin perjuicio de lo anterior quienes operen juegos 
por internet, pagarán adicionalmente ochocientos once (811) salarios mínimos mensuales legales 
vigentes, que se cancelarán durante los veinte (20) primeros días hábiles de cada año de operación. 
Es así, como quedó reflejado en el Acuerdo 04 en sus artículos cinco a siete en donde se 
establecen los derechos de explotación fijos, los derechos de explotación variables y los gastos de 
administración. Constituyen los derechos de explotación fijos los 811 salarios mínimos legales 
mensuales vigentes que debe pagar cada operador a Coljuegos, dentro de los primeros veinte (20) 
 
19 Modificación introducida por el artículo 93 de la ley 1753 del 2015, la cual fue necesaria para viabilizar 
las apuestas por internet, pues de lo contrario resultarían en exceso cuantiosos sus derechos de 
explotación, por el retorno tan elevado que no sólo la legislación exige sino la experiencia en los 
mercados de otras jurisdicciones. 
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días hábiles de cada año de operación, no por año calendario. Se trata de un rubro sumamente 
significativo y que pagan por igual quienes conserven mayor porción del mercado como quienes 
apenas inicien su trabajo en el mercado, pudiendo representar para éstos últimos el mayor rubro 
dentro de sus gastos aún provisionado mensualmente. 
Como derechos de explotación variables se tiene que, mensualmente Coljuegos deberá 
liquidar, mes vencido, dentro de los primeros diez (10) días hábiles del mes siguiente el 15% al 
producto que resulte de restar a lo Total Jugado, lo Total Ganado, es decir se calculará el 15% del 
Neto de la operación. Y como gastos de administración, en los términos del artículo 9 de la ley 
643 inciso segundo y del artículo 6 del acuerdo 04, corresponde la suma equivalente al 1% sobre 
los derechos de explotación liquidados para el periodo respectivo, cobrados en el mismo momento, 
de lo que resulta que coloquialmente se le llame a este conjunto de gastos variables que deben 
sufragar los operadores como el 15.15% del Neto con destino a Coljuegos. 
Cifras oficiales de la entidad para el año 201820 revelan que los juegos operados por internet 
aportaron $ 37.912.328.863 como derechos de explotación y cerca de 380 millones como gastos 
de administración, que si bien se trata de cerca de la mitad de lo recaudado por juegos como el 
Baloto o el Superastro, se ha llegado a esta cifra con un crecimiento exponencial de un mercado 
cuya regulación acaba de nacer y que se espera crezca de forma acelerada durante el año en curso 
y los siguientes. 
Hay que recordar que los recursos que recauda Coljuegos se transfieren para la salud de 
los colombianos en los 32 departamentos, los 4 distritos especiales, los Fondos Departamentales 
de Salud, el Fondo de Solidaridad y Garantía en Salud – FOSYGA, la Administradora de los 
Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud – ADRES, el Fondo Nacional de 
Pensiones de las Entidades Territoriales – FONPET y Colciencias. 
 
3.1.3. Tipos de juego autorizados 
 
 
20 Ver “Presentación rendición de cuentas COLJUEGOS E.I.C.E. 2019”. Diciembre de 2019. Disponible 
en: https://www.coljuegos.gov.co/publicaciones/rendicion_de_cuentas_pub, consultado el 20 de 
diciembre de 2019 
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Los operadores de apuestas por internet podrán ofrecer en sus portales únicamente los tipos 
de juego autorizados por el acuerdo 04 junto con los requerimientos técnicos que acompañan el 
tipo de juego en específico. 
Los juegos incluidos en el reglamento de juego se clasifican entre aquellos juegos en los 
que la determinación del resultado o en el desarrollo del juego interviene un Generador de Número 
Aleatorio GNA (RNG en inglés) en donde se incluyen: Máquinas tragamonedas, Ruleta, Black 
Jack, Baccarat, Bingo y Póker; y aquellos juegos cuyo resultado es determinado por la ocurrencia 
de un evento real sobre el cual el jugador realiza un pronóstico que en caso de acierto, le hace 
acreedor del premio correspondiente de acuerdo con el plan de premios, en donde se encuentran: 
Las apuestas sobre eventos reales deportivos y las apuestas sobre eventos reales no deportivos. 
Los primeros operadores salieron al mercado únicamente con contratos de concesión en 
donde se autorizaba la explotación de las apuestas sobre eventos reales deportivos, por lo que se 
conocieron como casas de apuestas deportivas, pero paulatinamente y desde el primer semestre 
del año 2018 empezaron a salir las primeras autorizaciones para la explotación de los demás tipos 
de juego, siendo hoy común que todas las casas de apuestas, además del tipo de juego “Apuestas 
sobre eventos reales deportivos”, incluyan en su oferta las “Máquinas tragamonedas”, “La Ruleta” 
y el “Black Jack”. 
El proceso de adición de un tipo de juego para un contrato en curso surte un sencillo trámite 
a través del cual el operador debe radicar ante la entidad la solicitud respectiva de adición anexando 
el certificado emitido por un laboratorio de juego autorizado por la entidad en donde conste que el 
tipo de juego que se pretende adicionar cumple con los estándares establecidos en el acuerdo 04, 
así como en los Requerimientos Técnicos, y que se encuentra debidamente integrado a la 
plataforma en el entorno de prueba. 
Especial mención se lleva el tipo de juego Póker, toda vez que si bien se trata de un juego 
contemplado en el reglamento y que carece de oferta actualmente en el mercado colombiano dado 
que las casas internacionales de Póker restringieron su ofrecimiento en Colombia una vez la 
reglamentación fue expedida puesto que a partir de ese momento podían ser tachadas de ilegales 
y por lo mismo delictual su ofrecimiento en territorio colombiano, no es posible, y así lo han 
advertido las casas de apuesta, que se realice su ofrecimiento a menos que se trate de una operación 
coorganizada para tal fin, que si bien se encuentra contemplado como una posibilidad en la 
reglamentación hoy no se encuentra reglamentado o desarrollado. 
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El Póker requiere de este tipo de operación, aquella en la que los distintos operadores 
ofrecen un mismo juego permitiendo a sus usuarios interconectarse desde portales de juego 
distintos, por un principal motivo, el volumen de usuarios que se requiere que concurran en el 
juego para que su interacción no implique tiempos de espera exagerados, sobre todo en las mesas 
donde los montos mínimos de apuesta son más elevados.  
Esta es una de las principales dificultades a las que se ve abocado el juego con la entrada 
en vigor de una regulación por cada país pues cada uno de ellos, si bien regulará el juego en 
términos similares, las pequeñas diferencias pueden obstaculizar la cooperación, así como el 
mayor reto de establecer la unidad monetaria requerida para que todos los participantes del juego 
realicen sus apuestas en el mismo lenguaje. Como se puede anotar, ésta dificultad no la vivieron 
las casas de apuestas más grandes del mundo puesto que la interacción se producía entre usuarios 
de cualquier parte del mundo sentados en la misma mesa virtual de juego, y la moneda 
universalmente utilizada fue el dólar, atendiendo a una decisión de conveniencia de las casas como 
PokerStars y 888Poker. 
El mercado colombiano continúa a la espera de que la Junta Directiva de Coljuegos expida 
la reglamentación para la operación coorganizada del Póker en nuestro territorio y de esta forma 
se supla la necesidad que desde mediados del 2016 se creó con la entrada en vigor del Acuerdo 04 
de 2016, y mitigar la cada vez más extendida oferta de apuestas a través de portales no autorizados, 
quienes han visto en estas falencias oportunidades de negocio muy lucrativas21. 
 
3.1.4. Requisitos para la participación del juego 
 
Podrán participar del juego las personas naturales mayores de edad, nacionales con cédula 
de ciudadanía o extranjeros con cédula de extranjería, domiciliados en Colombia que diligencien 
en debida forma el formulario de registro con la totalidad de los datos obligatorios establecidos 
por el acuerdo y los requerimientos técnicos, los cuales sólo podrán crear una cuenta de juego por 
persona en cada operador autorizado. 
 
21 Ver “Apuestas ilegales, un negocio que mueve cada día $ 4.800 millones”. Junio de 2019. El tiempo. 
Recuperado de: https://www.eltiempo.com/economia/sectores/las-millonarias-ganancias-de-las-apuestas-
ilegales-373032. Consultado el 10 de octubre de 2019. 
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Quedan excluidos del juego, las personas que se encuentren en una de las causales 
contenidas en el artículo 49, entre las que se encuentran: Los menores de edad, las personas que 
padezcan enfermedades mentales y que hayan sido declaradas interdictos por sentencia de juez 
competente, el personal vinculado al operador que intervengan o puedan influir en el desarrollo de 
la actividad de juego, así como los jugadores que se autoexcluyan por tipo de juego de forma 
temporal o permanente. Le es también prohibido a los operadores permitir que participen en su 
plataforma personas vinculadas con delitos fuente de lavado de activos o financiación del 
terrorismo, tema que se tocará con mayor detalle en el acápite referente a la resolución 
201612000032334 para la adopción de un sistema SIPLAFT. 
Una vez creada la cuenta por un jugador, existe la obligación a cargo del operador de 
verificar por los medios que considere necesarios la autenticidad de la información, al menos la 
que ha sido incorporada en los campos de identificación, obligación que deberá cumplir 
inmediatamente éste se registra o a más tardar antes de que se realice el primer retiro o antes de 
que transcurran 30 días desde su registro, según lo contempla el parágrafo segundo del artículo 30 
del acuerdo. 
 
3.1.5. Sobre el retorno al jugador 
 
Se entiende por retorno al jugador, todo pago como premio que se acredita efectivamente 
en saldo disponible para su retiro en la cuenta del jugador y como porcentaje de retorno la 
proporción del pago de premios con relación al monto total jugado en el periodo, siendo así, a 
manera de ejemplo, si en un mes determinado se juegan cien millones de pesos y se entregan 
premios por setenta millones de pesos se dirá que hubo setenta millones de retorno al jugador y un 
porcentaje de retorno del 70%. 
Atendiendo a lo anterior, establece el acuerdo la obligación con que cuentan los operadores 
de juegos por internet de cumplir con un retorno mínimo del 83% de los ingresos brutos del juego, 
según lo dice el artículo 10 de la presente reglamentación, así como establece la obligación de 
Coljuegos de realizar las revisiones semestrales a que haya lugar para garantizar que se cumple 
con el retorno mínimo al jugador. 
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En caso de que en el periodo de análisis no se cumpla con el retorno mínimo del 83%, 
además del posible proceso administrativo sancionatorio por incumplimiento contractual, el 
operador deberá realizar el ajuste de los derechos de explotación sobre la tarifa del 17% de los 
ingresos brutos en el periodo respectivo. Para entender lo anterior, y poner de manifiesto lo gravosa 
de la medida, me permito plantear el siguiente ejemplo: Para un periodo de análisis se tiene que 
un operador X tuvo un juego total por valor de cien (100) millones de pesos, unos premios pagados 
por valor de ochenta (80) millones de pesos y por ende unos derechos de explotación de tres (3) 
millones de pesos (15% sobre el neto); al revisar el retorno se tiene que se incumplió con el retorno 
mínimo del 83 toda vez que en el ejemplo se presentó un retorno del 80% por lo que se estaría en 
escenario de incumplimiento. La principal consecuencia que se presenta es el reajuste a la tarifa 
del 17% sobre los ingresos brutos del periodo, esto es diecisiete (17) millones menos lo ya pagado 
que fueron tres (3) millones, dando un valor por sanción de catorce (14) millones de pesos, además 
de las medidas que la entidad decida adoptar por el incumplimiento contractual que se está 
presentando. Este ejemplo se presenta bajo la interpretación por mi dada al parágrafo primero del 
artículo 10 del acuerdo 04, toda vez que no existe la primera resolución sanción o liquidación del 
reajuste de que trata el texto referido para los juegos operados por internet, y su redacción no es 
del todo clara. 
Aunque pareciera no demasiado, en la práctica si se tiene que una empresa promedio en un 
periodo de análisis de un año puede tener un volumen de apuestas de 60 mil millones de pesos (5 
mil millones de pesos en promedio por mes) aplicarle una sanción del 14%, que fue la obtenida en 
nuestro ejemplo, sobre dicha venta daría un reajuste de 8.400 millones de pesos que 
potencialmente quiebra a cualquier empresa del sector con ese volumen de venta mensual. Más si 
se tiene en cuenta que estas empresas suelen tener capitales sociales suscritos de entre dos mil 
millones, la que menos, y ocho mil millones la que más. 
El problema se agudiza, cuando se advierte que los escenarios de incumplimiento se 
ejecutan por tipo de juego, siendo las apuestas sobre eventos reales tanto deportivo como no 
deportivos los más vulnerables justamente por la imposibilidad que tiene un operador de controlar 
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la ocurrencia de hechos futuros, y así determinar o garantizar el cumplimiento de un retorno a sus 
jugadores22. 
 
3.1.6. Sobre las medidas de juego responsable 
 
Se establece en la reglamentación, disposiciones variadas que buscan procurar el juego 
responsable por la conciencia que se tiene de la posibilidad de que el juego afecte la salud. Es así 
como el operador debe presentar a Coljuegos, previo al inicio de operación, un programa de juego 
responsable donde describa las medidas mínimas a implementar tendientes a evitar conductas 
problemáticas asociadas al juego. Como medidas mínimas no establece el reglamento que: 1) En 
la interfaz del juego se debe presentar de forma permanente un cuadro claramente visible en el que 
figure el tiempo transcurrido desde el inicio de la sesión de juego, 2) En la interfaz del juego se 
debe presentar en un lugar claramente visible un mensaje permanente con un aviso de juego 
responsable que defina Coljuegos en su manual de uso de marca y juego responsable, 3) Los 
operadores deberán establecer un procedimiento de autoexclusión, 4) Los operadores deben 
brindar mecanismos o herramientas que puedan ser empeladas por el jugador para limitar el monto 
de sus apuestas o la duración de la sesión de juego. 
Al momento de registro del jugador, se le deberá exigir que diligencie un pequeño 
formulario donde se definan los límites diario, semanal y mensual para la adquisición de créditos 
para la participación, los cuales no podrán ser modificados o removidos por el operador salvo 
solicitud expresa del jugador, el cual deberá confirmar su intención de hacerlo en un segundo 
momento, así como sus características, en un periodo no inferior a 72 horas desde la solicitud 
inicial. 
De igual forma, en cualquier momento los usuarios podrán disponer de la herramienta de 
autoexclusión, la cual consiste en la alternativa disponible para los jugadores, ofrecida por el 
operador, mediante la cual el jugador tiene la posibilidad de solicitar al operador la exclusión de 
participar en determinado tipo de juego o juegos por un periodo de tiempo que el usuario 
 
22 Asunto considerado por Coljuegos oportunamente. Ver Memorias justificativas del acurdo 04. Página 
21. Retorno al jugador. 
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establezca. Lo anterior le garantizará al usuario que por el periodo de tiempo y por el tipo de juego 
seleccionado ese usuario no podrá realizar apuestas desde su cuenta, la cual sólo podrá ser 
renovada o modificada una vez el periodo seleccionado haya transcurrido. De todo lo anterior el 
operador deberá dejar registro para efectos de control. 
 
3.1.7. Sobre el ofrecimiento de apuestas en establecimientos físicos 
 
Antes de tocar los aspectos relevantes que trae la reglamentación sobre este punto, debe 
mencionarse el por qué de la necesidad y por ende de la respuesta de Coljuegos de reglamentar un 
mecanismo por el cual se pueda llegar a ofrecer el juego en puntos físicos, sobre lo que diría que 
existen tres principales razones: 1) La regulación española, fiel fuente de inspiración para la 
colombiana como ya se ha mencionado, regula estas dos formas de ofrecimiento del juego. 2) La 
cultura europea de los Sportsbook como aquellos bares o restaurantes en donde se reúnen las 
personas a ver deporte, sobre todo fútbol, y realizar allí mismo sus apuestas como un modelo de 
negocio exitoso en Alemania o Inglaterra, y 3) La necesidad de regular un mercado que se 
encontraba muy extendido de las apuestas deportivas ilegales. 
Si bien, la regulación española permite el ofrecimiento de apuestas tanto por vía online 
como en establecimientos físicos, se trata de dos permisos o licencias diferentes, siendo la licencia 
online de orden nacional y la licencia terrestre de orden territorial o de comunidades autónomas, 
así como entre ellas existen diferencias sustanciales e irreconciliables que representan hoy en 
Colombia, al pretender su unificación por vía de una única reglamentación, una de las mayores 
dificultades que afronta la entidad vigilante. Ejemplo de lo anterior es la apuesta anónima terrestre 
que, si bien en España es legal, en Colombia se considera ilegal y constituye un ejercicio irregular 
del monopolio rentístico. 
Con apuesta anónima se entiende al mecanismo por el que, mediante la utilización de una 
cuenta de usuario registrado, como la única vía para participar del juego en Colombia, se facilita 
la realización de apuestas a un número indeterminado y sin individualizar de personas, teniendo 
como soporte de estas el ticket o tirilla de apuesta, de ahí su denominación de usuarios ticketeros. 
En este escenario se los apostadores anónimos utilizan esta tirilla como soporte para cobrar en caso 
de que las apuestas resulten ganadoras, y el administrador del punto, facilitador de la cuenta para 
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apuestas de terceros comisiona por su trabajo con el operador al que se encuentra afiliado ya se 
por volumen de venta o por la utilidad que las apuestas realizadas le generen al operador, siendo 
éste un rezago del que por varios años constituyó el mercado no regulado o gris de apuestas 
deportivas en Colombia y que aun hoy pervive funcionando tanto a través de operadores 
autorizados como de tantos otros portales ilegales que operan clandestinamente en Colombia. 
Dejando de lado estos comentarios preliminares sobre la reglamentación del ofrecimiento 
de apuestas en establecimientos físicos es posible adentrarse ahora en las disposiciones previstas 
en el artículo 35 del Acuerdo 04 de 2016. En términos generales prevé el acuerdo que “se podrá 
ofrecer apuestas sobre eventos reales deportivos en locales que desarrollen” la actividad 
económica 9200, actividades de juegos de azar y apuestas. 
En caso de querer desarrollar en dicho “local” actividades distintas, la 9200 sólo se podrá 
conjugar con las actividades 5511 (Alojamiento en hoteles), 5630 (Expendio de bebidas 
alcohólicas para consumo dentro del establecimiento), y 8299 (Otras actividades de servicio de 
apoyo a las empresas n.c.p.) 
Debe decirse que, éstas anteriores se tratan de las actividades económicas o códigos CIIU 
secundarios toda vez que siempre debe persistir la 9200. De esta forma, de querer desarrollar 
actividades terciarias solamente se podrá: Si se conjuga con la 5511, se podrán tener cualquier otra 
actividad terciaria, si se conjuga con la 5630 sólo se podrá adicionar la 5611 (Expendio a la mesa 
de comidas preparadas), y si se conjuga con la  8299 sólo se podrán adicionar la 6190 (Otras 
actividades de telecomunicaciones) y con la 6499 (Otras actividades de servicio financiero, 
excepto las de seguros y pensiones n.c.p.). Y establece la reglamentación la obligación de los 
operadores de verificar que en dichos “locales” comerciales no se desarrollen actividades diversas, 
así como la obligación de garantizar que únicamente el jugador puede acceder a las apuestas, 
excluyendo por esta vía el préstamo de cuentas y el acceso de menores. 
Además de lo anterior, caben los siguientes comentarios: En primer lugar no se entiende 
por qué se restringió el ofrecimiento de apuestas en los establecimientos de comercio o locales 
comerciales únicamente para el tipo de juego de apuestas sobre eventos reales deportivos, siendo 
que se exige de igual forma que se acceda desde la cuenta de usuario personal con la cual de 
acceder desde su casa o desde su teléfono personal podría disfrutar de la oferta completa de tipos 
de juego diferentes a las apuestas deportivas (máquinas tragamonedas, ruleta, blackjack, etc.). 
23 
 
En segundo lugar, se observa y anota una falta de rigor técnico en la redacción de la norma 
al confundir la expresión “local comercial” con “establecimiento de comercio” que sería la más 
apropiada y de la que se predica la explotación de actividades económicas enlistadas por la 
nomenclatura CIIU, toda vez, y como lo señala el artículo 515 del Código de comercio, que se 
debe entender por establecimiento de comercio como un conjunto de bienes organizados por el 
empresario para realizar los fines de la empresa, los cuales podrán destinarse al desarrollo de 
diversas actividades comerciales. Así como debido al artículo siguiente, el 516, un establecimiento 
puede no tener locales comerciales como el espacio físico donde se funciona, así como puede tener 
varios de ellos, incluso no colindantes físicamente. 
Finalmente, el presente artículo estudiado entra en contradicción con varios otros artículos 
del acuerdo que señalan que el ofrecimiento de la oferta de juego se realizar siempre y 
exclusivamente desde el portal web del operador, con independencia de si el acceso a la cuenta se 
produce desde un equipo propio o facilitado por un tendero por lo que se puede entender como 
razonable la postura que han adoptado algunos operadores de ofertar el juego incluso en aquellos 
establecimientos de comercio donde no se realizan ningunas de las actividades descritas en el 
artículo 35 que, entre otras cosas, es en exceso restrictivo con relación a los locales donde se podría 
ofrecer el juego, bajo el argumento de que el ofrecimiento se realiza única y exclusivamente desde 
el portal web del operador y que el acceso en el punto o local físico es sólo la facilitación del 
equipo de cómputo donde el usuario tanto puede realizar apuestas desde su cuenta personal o 
cualquier otra actividad lícita, mientras que la actividad del tendero se limita a recargarles o 
retirarles el saldo como uno de los mecanismos de retiro habilitados en el artículo 33, “Medios de 
pago en efectivo en puntos físicos establecidos por el operador”.  
 
3.2. Acuerdo no. 05 de 2018 de Coljuegos E.I.C.E 
 
Luego de más de dos años y medio de expedido el Acuerdo 04 del 24 de mayo de 2016, y 
más de un año desde celebrado el primer contrato de concesión, habiendo dado a conocer a la 
entidad todos los reparos ya mencionados se expiden en diciembre de 2018 el Acuerdo 05 que 
modifica únicamente los artículos 10 (con relación al retorno al jugador), 25 (sobre la definición 
de las apuestas sobre eventos reales), el 28 (sobre la forma de pago de premios y retiro de fondos), 
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el 33 (sobre los medios de pago para el retiro de fondos) y el 37 (sobre la unidad monetaria de los 
juegos). 
La modificación realizada al artículo referente al retorno al jugador surge con ocasión de 
una disyuntiva trascendente por las posiciones encontradas en que se encontraba la entidad y los 
operadores sobre la exigibilidad de que el retorno real presentado por el operador, en el período de 
estudio, se acomodara al retorno teórico exigido del 83%, sobre todo para el tipo de juego “apuestas 
sobre eventos reales deportivos”, que es el único común a todos los operadores de apuestas por 
internet, por la imposibilidad con que cuentan los operadores de controlar los resultados y por ésta 
vía garantizar el retorno real. 
A pesar de ésta aparente imposibilidad, la entidad se ha mostrado siempre dispuesta a hacer 
exigible de los operadores el cumplimiento del retorno real del 83% aún para el tipo de juego en 
cuestión pues considera que siempre y cuando el período de estudio sea lo suficientemente largo 
(1 año)  los operadores cuentan con el tiempo y espacio suficiente para que mediante el uso de las 
herramientas disponibles modulen los montos que retornan a sus jugadores ya sea con la 
modificación de las cuotas, o la imposición o eliminación de restricciones con que cuentan sus 
jugadores (aumentando el monto máximo de apuesta, eliminando restricciones de multiplicidad en 
la apuesta o permitiendo las apuestas repetidas). 
De acuerdo a lo anterior, el acuerdo 05 introduce las siguientes modificaciones a la 
operación del juego mediante el artículo 10: i) Incluye la previsión de que el pago de derechos de 
explotación a la tarifa del 15% del neto se predica únicamente de los tipos de juego que cumplan 
con el retorno del 83%, ii) Cambia el periodo de análisis y control que realiza la entidad del retorno 
de cada tipo de juego de seis meses a un año, contado desde la fecha de inicio de operación, y iii) 
Incluye para el caso de las apuestas sobre eventos reales, tanto deportivos como no deportivos, en 
caso de incumplir el retorno real del 83% una fórmula estadística que busca corroborar si a pesar 
del incumplimiento del retorno real si se cumplió con el retorno teórico buscando ver si se 
adoptaron medidas tendientes a cumplir con éste. 
La modificación realizada al artículo referente a la definición de las apuestas sobre eventos 
reales, contenida en el artículo 25, consiste en la inclusión de modalidades prohibidas bajo este 
tipo de juego: i) apuestas sobre ventos reales que tengan inmersos juegos de tipo numérico y 
lotérico, ii) apuestas sobre índices, acciones o activos subyacentes cotizados en el mercado 
25 
 
colombiano o internacional de valores, iii) apuestas sobre criptomonedas o monedas encriptadas y 
monedas virtuales. 
La modificación realizada al artículo 28, el relativo a la forma de pago de premios y retiro 
de fondos, se enfocó en las verificaciones que el operador debe realizar antes de orden el pago o 
retiro de saldos contenidos en las cuentas de los usuarios. Se exigía inicialmente únicamente que 
el operador verificara: i) La información suministrada por el jugador en el proceso de apertura de 
la cuenta de usuario. Con esta modificación deberá el operador verificar, además: ii) Que el jugador 
haya realizado máximo tres (3) retiros de fondos diarios y iii) Que el jugador haya cumplido con 
la condición de apostar el 50% sobre cada depósito para adquirir los créditos para la participación. 
Esta modificación pretendía subsanar o darle algún manejo a la práctica que realizaban 
algunos usuarios y que estaría siendo permitida por la regulación inicial de realizar recepción de 
dinero o giros de dinero a través de los operadores de apuesta pues una persona podría recargar 
una cuenta de juego de una persona desde cualquier parte del país para que el titular de la cuenta 
retirase su saldo, aun sin haber producido juego con éste saldo, estando los operadores obligados 
a ordenar su pago aun percatándose de tal maniobra. 
A pesar de la buena intención, en ese aspecto con que contó la entidad no queda claro si 
fue peor el remedio que la enfermedad toda vez que el mecanismo de control no se considera 
idóneo para evitar esta práctica y sí por el contrario crea nuevos vacíos que imposibilitarían su 
aplicación. Son algunas de las dudas que quedaron abiertas estas: Sobre la primera verificación 
adicionada no se entiende si el jugador puede hacer máximo tres solicitudes de retiro al día o si el 
operador debe ordenar la cuarta solicitud de retiro luego de haber verificado que el jugador había 
realizado tres solicitudes antes de la que se estaría procesando, y sobre la segunda verificación 
adicionada no se entiende como acreditar determinada apuesta a determinada recarga pues el 
numeral tercero plantea la exigencia de individualizar cada recarga por lo que ¿Se exige que el 
jugador haya jugado por lo menos la mitad del total de sus recargas? Pues si es así, si un jugador 
lleva un historial de recargas de diez millones de pesos y un histórico de ocho millones de juego 
podría recargar y retirar saldo sin necesidad de juego hasta tanto cumpla con la limitante, quedando 
por ésta vía completamente inutilizado el mecanismo, o por el contrario ¿Sobre cada recarga se 
debe exigir que se juegue la mitad de su valor impidiendo incluso nuevas recargas? Lo cual siendo 
claro para su aplicación resultaría completamente inconveniente para los operadores. En fin, 
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quedan más dudas que certezas con estas modificaciones, razón por la cual el acuerdo 02 objeto 
de análisis en acápite siguiente se volverá a ocupar de la materia. 
La modificación realizada al artículo relativo a los medios de pago autorizados para la 
adquisición y retiros de fondos de las cuentas de juego, consiste en dos aspectos: i) La exigencia 
de que las tarjetas prepagadas, como medio ya autorizado inicialmente, se encuentren ahora 
avaladas por un banco vigilado por la superintendencia financiera y ii) La supresión de las 
expresiones relativas a la causación del IVA al momento de las compras de saldo por los canales 
de recarga, en concordancia con la modificación introducida al artículo 420 del Estatuto Tributario 
por la ley 1819 del 2016, al incluir ésta última norma al artículo 420 el literal e) “Artículo 420: El 
impuesto a las ventas se aplicará sobre: e) La circulación, venta u operación de juegos de suerte y 
azar, con excepción de las loterías y de los juegos de suerte y azar operados exclusivamente por 
internet.”. Cabe recordar que la ley 1819 se expidió con posterioridad al Acuerdo 04, por lo que la 
regulación del juego desde su nacimiento se encontraba ya desactualizada. Se puede considerar 
que se desaprovechó la modificación al presente artículo para aclarar la problemática que se 
advierte más adelante en el acápite referente a las ganancias ocasionales y que por lo mismo 
continúa vigente la discusión. 
Por último, se incluye en el artículo 37 la prohibición de realizar transferencias, tanto de 
depósito como de retiro entre créditos para la participación y criptomonedas, debiendo siempre 
hacerse en moneda nacional en proporción uno a uno. 
 
3.3. Acuerdo no. 02 de 2019 de Coljuegos E.I.C.E. 
 
Pasaron tan solo cinco meses, antes de que la entidad advirtiera, con ayuda de los 
comentarios y retroalimentación recibida por parte de los miembros activos del sector (operadores, 
agremiaciones y asesores), algunas de las falencias del acuerdo 05 de 2018 para emitir este, el 
acuerdo 02 de mayo de 2019. Se trata de un documento que deroga el anterior acuerdo 05 por lo 
que trae las mismas menciones y modificaciones a los cinco artículos tocados, importante recordar 
el 10, 25, 28, 33 y 37 con ajustes en los artículos 10 y 28 junto con una previsión adicional para su 
entrada en vigor. 
27 
 
Con relación al artículo décimo, sobre el retorno al jugador, tan solo se hicieron dos 
correcciones o precisiones técnicas a la fórmula estadística diseñada para la verificación del 
cumplimiento del retorno teórico para los tipos de juegos sobre eventos reales. 
Con relación al artículo 28, esto es sobre la forma del pago de premios y retiro de fondos 
se modifica la segunda verificación incluida con el acuerdo 05, siendo la tercera del artículo, 
prescribiéndose ahora que el operador deberá ordenar el retiro de los fondos que se encuentren 
disponibles en la cuenta del usuario siempre que verifique, entre otras cosas, que al momento del 
retiro la sumatoria de las apuestas realizadas sea mayor o igual al 50% de la totalidad de los 
depósitos, condición que no aplica para los premios obtenidos por el jugador, lo cual empezaría a 
aplicar desde la implementación tecnológica y puesta en marcha del acuerdo 02 de 2019. 
De nuevo se tiene una redacción inconveniente pero en donde la entidad se ha decantado 
por una de las posibles interpretaciones que se plantearon en su momento con el numeral tercero 
del acuerdo 10 modificado por el acuerdo 05, lo cual no obsta para que los posibles problemas se 
sigan presentando, esto es que si un jugador en su historial lleva más del 50% jugado con relación 
a sus depósitos podrá recibir dineros como giro hasta tanto se cumpla la regla, dejando en varios 
supuestos inutilizada la previsión para la cual fue creada esta norma, con el adicional de que los 
operadores deberán implementar los mecanismos necesarios para implementar los controles de 
que trata este artículo tales como diferenciar los monederos de los jugadores diferenciando entre 
saldo recargas, saldo disponible por el rejuego, saldo bonos etc., generándose nuevas 
problemáticas aún no exploradas ni contempladas por la regulación como lo es por ejemplo si un 
usuario tiene saldo de recargas, saldo de juego y saldo de bonos, ¿podrá el operador decidir a qué 
monedero le imputa la solicitud de retiro?, ¿habrá un orden de prevalencia sobre éstas solicitudes?, 
o deberá el usuario elegir a qué monedero le imputa su solicitud de retiro, posición ésta última que 
ha adoptado uno de los operadores más grandes en mercado como lo es Wplay.co de la empresa 
AQUILA GLOBAL GROUP. 
Finalmente, y por la exigencia de la implementación de los cambios tecnológicos con 
ocasión de las modificaciones expedidas, se da un plazo máximo de seis (6) meses para que los 
operadores adecuen sus plataformas y sus reglamentos, términos y condiciones, etc., plazo que 




3.4. Acuerdo no. 04 de 2019 de Coljuegos E.I.C.E. 
 
Por último, en su trabajo por continuar siendo un referente a nivel latinoamericano en la 
oferta y regulación de apuestas en línea, la Junta directiva de Coljuegos E.I.C.E. expide el acuerdo 
04 de 2019, que incluye los ya antiguos y famosos juegos virtuales, en la oferta de juegos 
autorizados, los describe y les señala su régimen. 
Al respecto modifica el artículo 18 del acuerdo 04 de 2016 “Tipo de juegos autorizados” 
para incluir un numeral 7. Juegos virtuales, adiciona un artículo 24-1 en donde se describe, se le 
señalan sus características, y se modifica el artículo 35, referente a los requisitos de los 
establecimientos de comercio en donde se quiera ofertar los tipos de juegos regulados por el 
acuerdo en mención. 
Sobre sus características, señala el nuevo artículo 24-1 del acuerdo 04 de 2016, adicionado 
por el acuerdo 04 de 2019 que “corresponde a eventos virtuales o pregrabados, cuyo resultado o 
selección respectivamente debe estar determinada por un generador de números aleatorios (GNA) 
y en los que el ganador de la apuesta se define a partir de acertar el resultado del evento”; señala 
además que,  estos juegos comprenden los eventos virtuales como la representación gráfica 
animada de un evento real (como la carrera de perros o caballos animada), pero también, 
comprende los pregrabados, entendidos como la compilación de escenas correspondientes a 
eventos reales previamente desarrollados. 
Señala además el nuevo artículo 24-1, que estas apuestas se limitan al juego pre-partido al 
prohibir expresamente que se habrá mercado de apuestas para el juego en vivo, lo cual no parece 
en principio tener mucho sentido, hasta que se entiende cómo suelen animarse estos juegos pues, 
viendo una representación de estas, se logra entender que quien finalmente gana una determinada 
carrera, por decir un ejemplo, no suele ser quien en principio arrancó la animación siendo favorito, 
pues poca emoción tendría que quien está predestinado a ganar, por tratarse de un GNA, arrancara 
ganando y finalmente así lo hiciera. 
Para que el juego sea entretenido hasta el final, y transmita la sensación de que el perro, 
carro, caballo, por quien se apostó estuvo cerca de ganar y que el resultado sólo se definió hasta el 
final, es necesario que en la animación transcurran rebases entre los concursantes animados, que 
uno de ellos empiece muy bien y se quede, que otro en medio de la carrera acelere mucho, que 
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hayan caídas, etc., por lo que permitir apostar en vivo, o en el transcurso de la transmisión, podría 
inducir fácilmente a error sobre las características de los concursantes animados, pues los sucesos 
de estos juegos virtuales no atienden necesariamente a las características de un evento real, así 
como también señalarle coeficientes o cuotas a este evento en vivo se convertiría en una tarea 
imposible para que no se considere injusta, engañosa (una cuota muy baja, que se asimila a segura, 
a un concursante animado que finalmente perderá), o demasiado evidente, por lo que tal previsión, 
luego de un análisis más detallado, resulta completamente ajustada y coherente con lo que se busca 
en el juego, esto es, sano entretenimiento. 
Prevé también la norma en mención, la prohibición para que se representen como juegos 
virtuales, juegos lotéricos o numéricos, así como juegos que representen actos violentos o que 
atenten contra la dignidad de las personas, que vayan contra la moral o las buenas costumbres 
(previsión esta última demasiado amplia, o en su defecto facilista y por lo mismo inocua). 
Finalmente, el presente acuerdo contempla la adición de un nuevo artículo, el 51-1, que 
contempla la lista de documentos técnicos que son de obligatorio cumplimiento para la operación; 
documentos que, se entendían obligatorios previamente, pero que para llegar a su obligatoriedad 
había que hace run trabajo interpretativo y de remisión normativa, y que por lo mismo podía 
conducir a divergencias interpretativas, que ahora quedan subsanadas, por lo que su incorporación 
reduce el campo de maniobra para quienes interpretan su texto y buscan salidas creativas y 
convenientes a las encrucijadas que la misma entidad ha creado, pero aporta mucho en cuanto a la 
seguridad jurídica de este grupo de fuentes normativas técnicas. 
La norma enlista dos: los “Requerimientos técnicos de juegos operados por internet en 
Colombia”, el “Modelo de Datos, Archivo Guía XSD y Archivo Guía Referencia Diseño Modelo 
Dimensional Bodega de Datos de los Juegos Operados por Internet”, y señala que todo cambio en 
dichos documentos que requieran desarrollos tecnológicos por parte de los operadores, estará 
acompañado del respectivo periodo prudente de transición para su entrada en vigencia, lo cual no 





3.5. Resolución no. 20161200025334 de 2016 por la cual se fijan los requisitos y las 
garantías para la concesión de la operación de juegos de suerte y azar por internet en la 
modalidad de novedosos. 
 
Este documento que data del 28 de septiembre de 2016, dirigido a las personas jurídicas 
interesadas en operar los juegos de suerte y azar por internet en la modalidad de novedosos, trae 
los requisitos que estas personas jurídicas deben cumplir de cara a suscribir el contrato de 
concesión que les autorice dicha explotación. 
A pesar de contener este documento una larga serie de requisitos y exigencias formales no 
es la intención hacer mención de cada uno de ellos, toda vez que se trata de documentos, 
certificados o garantías financieras que buscan simplemente dar cuenta de las características de las 
empresas interesadas. Por ello, en este acápite se hará mención únicamente de aquellas exigencias 
relevantes que dibujan las características de las empresas que suscriben este tipo de contratos y 
operan en el país de cara a entender más adelante las implicaciones tributarias, sustanciales y 
formales, a que haya lugar.  
Nos señala la resolución que, únicamente podrá celebrase contrato de concesión con 
empresas domiciliadas en Colombia ya sean nacionales o extranjeras mediante sucursal constituida 
en territorio colombiano, igualmente la idoneidad financiera y técnica deberá acreditarla la 
respectiva persona jurídica domiciliada en Colombia por lo que fácilmente se sabe entonces que 
se trata de personas jurídicas que tributan en Colombia por renta mundial según lo señala el artículo 
12 del Estatuto tributario, personas que deberán acreditar que en su objeto social se encuentra la 
facultad para la explotación de los juegos de suerte y azar, así como deberá acreditarse que dentro 
de sus actividades económicas se encuentra la 9200 referente a la explotación de juegos de azar ya 
puestas. Además, estas sociedades interesadas deberán acreditar que cuentan con una vigencia de 
como mínimo dos años adicionales a la duración del contrato que solicitan suscribir (los hay a 3 
años y a 5 años). 
Un elemento importante es que, la propia resolución prevé y regula la posibilidad de que 
las empresas solicitantes se encuentren recientemente constituidas por lo que plantea excepciones 
a algunas exigencias sobre su idoneidad financiera como lo es la posibilidad de allegar estados 
financieros de apertura en lugar de los cinco estados financieros exigidos para las empresas más 
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antiguas (balance general, estado de resultados, estado de cambios en el patrimonio, estado de 
cambios en la situación financiera y estado de flujo de efectivo). 
Con relación al componente o idoneidad financieros, cuyo componente deben acreditar los 
interesados, se encuentra la exigencia de: i) Un capital de trabajo mínimo, ii) Un nivel de 
endeudamiento máximo, iii) Un patrimonio mínimo requerido y iv) La constitución de una serie 
de coberturas y avales. 
Se exige un capital de trabajo (KT) mínimo de 1450 SMLMV, que para el año 2019 sería 
por un valor superior a los mil doscientos millones de pesos ($ 1.200.768.200) el cual se obtiene 
de la fórmula: KT=Activo corriente–Pasivo corriente. El nivel de endeudamiento (NET), esto es 
la proporción del pasivo total respecto del activo total no puede ser superior al 70% y se obtiene 
de la fórmula siguiente: NET=Pasivo Total/ActivoTotal≤70%; y por último el patrimonio mínimo 
exigido para estas empresas (PR) ha de ser del 30% de los derechos de explotación fijos junto con 
sus gastos de administración de la totalidad del contrato, siendo los derechos de explotación fijos 
un equivalente a 811 SMLMV y los gastos de administración corresponder al 1% de la suma 
anterior, de acuerdo a la siguiente fórmula: PR=Patrimonio/DE+GA≥30%, de lo anterior, si se 
hiciera hoy el cálculo de un patrimonio mínimo exigido se diría que correspondería a la siguiente 
tabla: 
 
Tabla I: Patrimonio mínimo exigido según duración del contrato.23 
Contrato de tres (3) años de duración Contrato de cinco (5) años de duración 
PR = $ 610.486.287 PR = $ 1.017.477.145 
 
Si bien se entiende el patrimonio (P) como el activo total menos el pasivo total, se 
diferencia del capital de trabajo (KT) en que éste último se refiere a los activos corrientes menos 
los pasivos corrientes, por lo que es difícil entender por qué se exige un patrimonio mínimo menor 
al capital de trabajo mínimo, siendo que el patrimonio incluye activos y pasivos tanto corrientes 
como no corrientes, y el KT se circunscribe sólo a los corrientes por lo que se viabilizaría a 
compañías que aun cumpliendo con el KT requerido cuenten con pasivos no corrientes muy altos, 
 
23 Elaboración propia 
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esto es con deudas a largo plazo, disminuyendo por esta vía la garantía de la robustez financiera 
exigida para éstas empresas, sólo quedando la exigencia de una tasa de endeudamiento menor al 
70% como ya se mencionó, la cual sobrepasa la máxima tasa recomendada del 60% 24  para 
empresas financieramente saludables. (Cardona Echeverri y otros. 2017) 
Son las últimas tres exigencias, en desarrollo del Decreto 1082 de 2015, Decreto único 
reglamentario del sector administrativo de planeación nacional, artículos 2.2.1.2.3.2.1 a 
2.2.1.2.3.2.11, i) la cobertura para pago de premios y devolución de fondos mencionada en el 
artículo 8 del acuerdo 04 y la garantía de responsabilidad civil extracontractual, ii) La garantía de 
cumplimiento del contrato y iii) la garantía de responsabilidad civil extracontractual.  
La cobertura para pago de premios y devolución de fondos, regulada por el artículo octavo 
del acuerdo 04 consiste en una póliza que cubra los riesgos de i) El pago de premios de los que 
hubieran resultado acreedores los jugadores y que no hubieran sido satisfechos por el operador y 
ii) Los fondos correspondientes al valor de los créditos para la participación de los jugadores que 
no sean devueltos por el operador. Esta póliza debe ser constituida por un monto mínimo de 615 
millones de pesos la cual estará sometida a fórmulas de actualización con relación a los ingresos 
netos reales presentados, así como de afectarse por la materialización de uno de los riesgos 
previstos esta deberá volverse a constituir o restituir de tal manera que se asegure que el monto de 
cobertura sigue siendo el mismo que tenía antes de su afectación y que se encuentra vigente por el 
plazo del contrato de concesión y hasta la fecha fijada para la liquidación de mutuo acuerdo del 
contrato, que no podrá ser superior a los 6 meses siguientes a la finalización del contrato de acuerdo 
a lo contenido en el artículo 60 de la ley 80 y al artículo 11 de la ley 1150 de 2007, plazo superior 
a lo establecido en la ley en razón a la cláusula vigésimo segunda de cada contrato de concesión. 
La garantía única de cumplimiento del contrato, regulada en el artículo 10 de la resolución 
25334 se trata de la póliza que busca cubrir los riesgos de i) Cumplimiento de las obligaciones 
surgidas del contrato de concesión para la operación de juegos de suerte y azar por Internet en la 
modalidad de novedosos y del pago de las sanciones que se llegaren a imponer al concesionario, 
incluyendo en ellas el pago de multas y cláusula penal pecuniaria; la cobertura por este riesgo 
 
24 Ver: CARDONA ECHEVERRI D, GAITÁN RIAÑO S, VELÁSQUEZ CEBALLOS H. Variables 
Macroeconómicas Y Microeconómicas Que Influyen en La Estimación Del Costo De Capital: Un Estudio 
De Caso / Macro- and Microeconomic Variables Affecting the Estimated Cost of Capital: A Case Study. 
Revista Facultad de Ciencias Económicas: Investigación y Reflexión. 2017;25(1):105-116. 
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correspondiente al 15% del valor del contrato y se extenderá hasta que finalice el periodo de 
liquidación del contrato, ii) Pago de salarios y prestaciones sociales; la cobertura por este riesgo 
corresponderá al 5% del valor del contrato y tendrá una vigencia que se extenderá por tres (3) años 
luego de la finalización del contrato. Igualmente, esta deberá actualizarse durante la vigencia del 
contrato de ser necesario lo cual se determinará de acuerdo con la similitud o diferencia entre el 
valor proyectado y el valor efectivamente pagado durante su ejecución, en caso de ser este último 
superior al proyectado. 
Por último, la garantía de responsabilidad civil extracontractual, de acuerdo con el artículo 
2.2.1.2.3.2.9 del DUR del sector de planeación nacional, 1082 de 2015, consiste en la póliza 
tendiente a cubrir los riesgos de: i) Cobertura expresa de perjuicios por daño emergente y lucro 
cesante, ii) Cobertura expresa de perjuicios extra patrimoniales, iii) Cobertura expresa de la 
responsabilidad surgida por actos de contratistas y subcontratistas, salvo que el subcontratista 
tenga su propio seguro de responsabilidad extracontractual, con los mismos amparos aquí 
requeridos, iv) Cobertura expresa de amparo patronal y, v) Cobertura expresa de vehículos propios 
y no propios. Esta, que se calcula de acuerdo con el valor proyectado del contrato, al igual que las 
dos anteriores, es la única de la que no se predica la actualización del valor toda vez que este es 
incierto, pero si la obligación de mantenerla vigente en caso de materializarse un siniestro durante 
la ejecución del contrato. 
Cumplido lo anterior, y allegadas las formalidades exigidas por la resolución de que trata 
el presente acápite, se procede a fijar fecha y hora para la suscripción del contrato de concesión el 
cual sólo empezará a ejecutarse, así se encuentre suscrito, una vez se hayan allegado las últimas 
tres garantías o coberturas mencionadas y estas se aprueben por parte de Coljuegos. 
 
3.6. Contrato de concesión específico para cada operador del juego, obligaciones 
contractuales. 
 
Reunidos los requisitos de que tratan la resolución 5334, mencionada en el acápite anterior, 
la resolución 2334 sobre el procedimiento SIPLAFT, así como los requerimientos técnicos se 
procede a suscribir el respectivo contrato de concesión que prevé las condiciones específicas que 
regirán cada una de las autorizaciones para la explotación del monopolio, debiéndose resaltar, por 
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su trascendencia, la cláusula sexta la cual contiene las que serían las obligaciones a cargo del 
contratista. Con un total de setenta y nueve (79) numerales, se puede clasificar entre de 
cumplimiento permanente, así como de acreditación mensual, trimestral, semestral o anual.  
Es ejemplo de una obligación de cumplimiento permanente el numeral 66 que reza “Pagar 
los impuestos, tasas, contribuciones y en general los tributos que llegaren a ocasionarse por la 
operación del juego de suerte y azar. Así mismo cumplir con las obligaciones relacionadas con la 
retención en la fuente por pago de premios.”, es ejemplo de una obligación que debe acreditarse 
mensualmente el numeral 18 que dicta:  
“Acreditar mediante la presentación de los respectivos comprobantes de pago, y con cada 
declaración y pago de derechos de explotación y gastos de administración, que se encuentra 
al día en el pago de aportes parafiscales relativos al Sistema de Seguridad Social Integral, 
así como los propios del Sena, ICBF y cajas de compensación familiar, cuando corresponda, 
de conformidad con el parágrafo del artículo 23 de la Ley 1150 de 2007”. 
De igual forma de obligaciones trimestrales será ejemplo el numeral 60, de obligaciones 
semestrales el numeral 17 y de obligaciones anuales el numeral 34. 
Contratos de las anteriores características se han suscrito dieciocho (18) en la fecha en que 
se escribe el presente documento, los cuales aparecen relacionados con sus características 
principales en la siguiente tabla:  
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Tabla II: Relación y características de los operadores autorizados en Colombia25 
Razón social 
del operador 


























E total gaming Zamba.co C-1453 





Colbet Colbet.co C-1454 













Geonline Mijugada.co C-1486 





Inverstark Masgol.co C-1502 













Sportium Sportium.com.co C-1517 





Rush Street Rushbet.co C-1555 





HBG Aquijuego.co C-1559 





Royal Betting Apuestalo.co C-1567 





Alfabet Betalfa.co C-1611 






25 Elaboración propia 
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Teclino Rivalo.co C-1614 





Meridian Meridianbet.com.co C-1622 





Distrired Megapuesta.co C-1631 






















Se contempla en los contratos, la facultad con que cuenta la administración para imponer 
multas diarias y sucesivas al presentarse por parte de los operadores incumplimiento de sus 
obligaciones hasta por 8,11 SMLMV sin que en total se supere el 10% del valor del contrato 
contenido en la cláusula tercera de cada contrato de concesión. Para su imposición se atenderá lo 
dispuesto en el artículo 86 de la ley 1474 de 2011, considerando para su tasación la gravedad del 
incumplimiento. 
Igualmente se prevé la posibilidad para la administración de hacer uso de las cláusulas 
excepcionales y excesivas previstas en los artículos 15 (Interpretación unilateral), 16 
(Modificación unilateral) y 17 (Terminación unilateral) de la ley 80 de 1993, así como la 
posibilidad de declarar la caducidad del contrato de que trata el artículo 18 de la ley 80, para lo 
cual se deberá seguir con rigor el procedimiento establecido en el artículo 86 de la ley 1474 de 
2011. 
Es lo último, mencionar la cláusula penal pecuniaria que se pacta correspondiente a un 
valor equivalente al 10% del valor del contrato que se hará exigible por Coljuegos en los escenarios 
de incumplimiento parcial o total de las obligaciones que se derivan del contrato o por la 
declaratoria de caducidad de este, para lo cual se deberá observar con rigor el procedimiento 





3.7. Requerimientos técnicos 
 
Este documento establece los requisitos técnicos de los juegos operados por internet en 
Colombia, que deben ser cumplidos por los interesados para obtener la suscripción del contrato de 
concesión, así como aquellos que deben cumplir los concesionarios operadores encargados de la 
ejecución del juego. Igualmente se determinan en él las especificaciones para el almacenamiento, 
disposición uso y trazabilidad de transacciones bajo ciertos parámetros de control; detallando 
requerimientos de seguridad, de operación y gestión de los componentes tecnológicos utilizados 
en los juegos operados por internet. 
Si bien se trata de un documento de naturaleza técnica, se hace necesario familiarizarse con 
su contenido puesto que varias de las obligaciones que se derivan del contrato de concesión, y que 
por ende su inobservancia daría lugar a la imposición de multas, la vinculación de las garantías de 
cumplimiento o la declaratoria de caducidad, se refieren al cumplimiento de las disposiciones 
contenidas en él, por lo cual en el presente acápite no se tocarán a detalle las previsiones del 
documento pero si se referenciaran los conceptos principales del mismo. 
En términos generales, el documento reglamenta lo relativo a i) Los aspectos generales del 
sistema técnico del juego y del sistema de inspección, ii) Los aspectos referidos a las cuentas de 
jugador, iii) Los aspectos generales del funcionamiento del juego por internet, iv) Las previsiones 
del sistema de juego, v) Un capítulo muy importante sobre la seguridad del sistema y finalmente, 
vi) El capítulo específico sobre el sistema de inspección. 
Se mencionaron en el capítulo primero, las característica y elementos del Sistema Técnico 
del juego, entendido este como el conjunto de sistemas, hardware, software, bases de datos e 
infraestructura informática utilizada por el operador para el desarrollo, la organización y 
explotación de los juegos operados por internet, el cual soporta las operaciones necesarias para tal 
fin registrando transacciones de juego y económicas entre los jugadores y el operador, debe 
garantizar la seguridad y disponibilidad de todas las operaciones y transacciones de juego, 
registros, eventoso o procesos virtuales para lo cual deberá ubicarse en un centro de datos o 
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DataCenter con un nivel mínimo de TIER III (el cual tiene las característica de garantizar una 
disponibilidad de mínimo el 99,982%, con una redundancia no mayor a N+126)27 
Los elementos básicos del Sistema Técnico de Juego serían, entonces, la Unidad Central 
de Juegos, el Sistema de Inspección, la Cuenta de Usuario y la Base de datos de autoexcluidos. La 
Unidad Central de Juegos (UCJ) consiste en el conjunto de elementos técnicos necesarios para 
procesar y gestionar las operaciones realizadas por los jugadores en los juegos. Registra todas las 
operaciones y resultados sobre eventos, reparto de premios, operaciones sobre el registro del 
jugador, las cuentas de juego, datos agregados y de control, así como eventos de funcionamiento 
de la plataforma de juego. Forman parte de la UCJ la Plataforma de juegos y el Software de juegos. 
El Sistema de Inspección (SI) se define como el conjunto de componentes destinados a 
registrar las operaciones y transacciones realizadas en el desarrollo de los juegos, con el objeto de 
garantizar a Coljuegos la posibilidad de mantener un control permanente sobre las actividades de 
juego del Operador. Debe estar ubicado físicamente en un datacenter mínimo TIER III en territorio 
colombiano y debe tener todas las condiciones de seguridad y conectividad para la captura de datos 
desde la Unidad Central de Juego y la consulta o extracción de información desde Coljuegos. 
Hacen parte del SI el Capturador y la Bodega de Datos. 
La Cuenta de Usuario (CU) se trata del registro único que permite al jugador acceder a las 
actividades de juego del operador y en la que se recogen los datos que permiten la identificación 
del jugador y que posibilitan la realización de transacciones económicas entre ambos. 
Se mencionan además en este capítulo los elementos que deben certificarse por un 
laboratorio de juego, lo cual sirve de referencia tanto para el operador como para el laboratorio, 
 
26 La letra N se refiere a la capacidad de potencia necesaria para alimentar los equipos protegidos, por lo 
que para entender la exigencia de que trata el texto se debe entender que si para determinado proceso o 
sistema se requieren 4 discos como capacidad de almacenamiento y se ponen a disposición se tratará de 
un sistema de diseño de sistemas “N”. Por otro lado, si contiene 5 discos y únicamente se necesitan 4 
como capacidad de almacenamiento, sería un diseño “N+1”, como el exigido para el Datacenter en que se 
debe alojar el Sistema Técnico de Juego. 
27 Se trata de un estándar internacional adoptado por las distintas regulaciones de software en que se busca 
garantizar la seguridad y disponibilidad de determinado servicio, el cual es certificado por el Uptime 
Institute con sede en Londres, en un rango del I al IV, siendo I el de menor disponibilidad certificada y IV 
el de mayor. Se trata de un centro de datos que no requiere de paradas o suspensiones del servicio para el 
reemplazo de equipos o mantenimiento, pues posee suministro eléctrico y un sistema de enfriamiento 
redundante, así como la capacidad de un mantenimiento concurrente. 
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previo a suscribirse el contrato de concesión, así como el documento denominado proyecto técnico 
que debe igualmente allegarse junto con la solicitud de contrato, que consiste en el plan o 
descripción de la arquitectura del Sistema Técnico de Juego y cada uno de sus componentes en 
aspectos como la plataforma tecnológica, los procesos y procedimientos operativos y de seguridad 
de la información que utiliza para la operación y funcionamiento del sistema. 
Se incluye en este capítulo, también, una de las obligaciones que no figura ni en el 
reglamento ni en el contrato específico de concesión de la actividad pero que al hacer parte integral 
del contrato este documento es igualmente de obligatorio cumplimiento. Se trata de la obligación 
que tienen todos los operadores de contratar anualmente con un ente certificador autorizado por 
Coljuegos la realización un proceso de revisión integral con el fin de verificar el cumplimiento de 
todos los requisitos técnicos y operativos para la adecuada operación del Sistema Técnico de Juego 
donde se contemple como mínimo: i) El capítulo v correspondiente a la seguridad del sistema, ii) 
Verificación del proceso de gestión de cambios, iii) Cumplimiento del procedimiento de validación 
de los datos de registro de los jugadores, iv) Los registros y evidencias del plan de continuidad y 
las pruebas de simulación de desastre y recuperación, entre otros. 
El capítulo quinto, “Seguridad del sistema” se trata de uno de los más relevantes, así como 
complejos de acreditar cumplimiento por la gran cantidad de parámetros de seguridad que exige 
cada operador adopte pues prevé que el operador debe garantizar las condiciones de seguridad 
física y lógica de todo el Sistema Técnico de Juego, de forma que se asegure la integridad y 
disponibilidad del juego y de la información generada y gestionada producto de la operación, para 
lo cual se deberá implementar un sistema de gestión de seguridad que utilice como parámetros de 
referencia las normas ISO/IEC 27001:2013, 27002:2013 y 27005:201128.  
El capítulo en su integridad, trae disposiciones que buscan exigir del operador el 
cumplimiento de los siguientes fines del sistema de gestión: i) Garantizar la integridad, 
confidencialidad y privacidad de los datos e información transmitidos entre los dispositivos de 
conexión remota y el Sistema Técnico de Juego que son transportados dentro de la red pública de 
 
28 Se trata de un conjunto de normas que hacen parte del estándar internacional definido por la 
Organización Internacional de Estandarización (ISO, por sus siglas en inglés) para la implementación y 
acreditación del cumplimiento de un sistema de gestión de seguridad de la información en las 
organizaciones, en procura de disminuir los riesgos de fraude, pérdida o filtración de la información, o 
activos de la información en términos del estándar ISO.  
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Internet y entre los distintos componentes del sistema en la red privada del operador, ii) Garantizar 
la integridad, confidencialidad y privacidad de los datos e información procesada y almacenada en 
el Sistema Técnico de Juego, iii) Conservar en las bases de datos en línea o sus respaldos históricos 
la información de los eventos de control, de resultados y de apuestas generados en el Sistema 
Técnico de Juego durante la vigencia del contrato de concesión., iv) Contar con un sistema de 
certificación de origen de datos que garantice que el capturador y emisor de los informes 
solicitados por Coljuegos es válido y autorizado para enviar información, v) Gestionar los riesgos 
operacionales y tecnológicos del Sistema Técnico de Juego derivados de las posibles amenazas y 
vulnerabilidades sobre cada uno de los componentes del sistema, además de los que el operador 
considere necesarios para garantizar el adecuado desarrollo del juego y su operación. 
Debe por último mencionarse que, en concordancia con las menciones realizadas en el 
acuerdo 04, es necesario recertificar, por un laboratorio autorizado, el Sistema Técnico de Juego 
cuando en este se realicen cambios que afecten alguno de sus elementos críticos como lo puede 
ser en términos prácticos la adición de un método de pago, la adición de un nuevo juego cuando 
el tipo de juego se encuentra ya autorizado. 
Nos dicen los requerimientos técnicos que, el operador deberá someter, previo a su puesta 
en producción, un control de calidad y validación por parte del ente certificador de cualquier 
adición de juegos, modificación o actualización que afecte elementos críticos, entendidos como 
aquellos que se ocupan de gestionar partes del sistema que tienen impactos sobre: i) Normatividad, 
como: funcionalidades, manejo del saldo de cuenta, disposición de la información en la bodega de 
datos, proceso de registro o verificación de identidad, ii) Seguridad en comunicaciones con el 
jugador y entre los diferentes componentes del sistema y iii) Juego, como su integridad, seguridad 
de acceso del jugador, trazabilidad de las operaciones realizadas, cambios de juegos. 
Adicionalmente, se consideran elementos críticos de seguridad en específico: i) La cuenta 
de usuario, cuenta de juego y procesamiento de los medios de pago: los componentes del Sistema 
Técnico de Juego que almacenan manipulan o transmiten información sensible de los jugadores 
como datos personales, de autenticación, o económicos y los que almacenan el estado puntual de 
los juegos, apuestas y su resultado; ii) En el generador de números aleatorios: los componentes del 
Sistema Técnico de Juego que transmiten o procesan números aleatorios que serán objeto del 
resultado de los juegos y la integración de los resultados del GNA (RNG en inglés) en la lógica 
del juego; iii) Las conexiones con Coljuegos y las redes de comunicación que transmiten 
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información sensible de los jugadores; iv) El sistema de inspección: el capturador y la bodega de 
datos; y v) Los puntos de acceso y las comunicaciones desde y hacia los componentes críticos 
anteriores. 
Como se ve, se trata de una serie de reglas técnicas que, a pesar de su especificidad, es 
necesario conocer los alcances y exigencias que acarrean consecuencias jurídicas tanto por su 
realización como por su omisión en el marco del cumplimiento del régimen obligacional del 
contrato de concesión. 
 
3.8. Resolución 201612000032334 para la adopción de un sistema SIPLAFT 
 
El siguiente, es un tema tangencialmente opuesto a los anteriores, pero con el único punto 
en común de tratarse de una serie de exigencias necesarias tanto para la concesión de la operación 
como para el cumplimiento de las obligaciones en la ejecución del contrato respectivo toda vez 
que forma parte integral de los mismos. Se trata de la resolución expedida por Coljuegos que reúne 
y contempla las medidas que deben adoptar los operadores en materia de Prevención y Control del 
Lavado de Activos y de la Financiación del Terrorismo a través de la creación e implementación 
de un Sistema (SIPLAFT). 
Se trata del cumplimiento por parte del gobierno nacional de la misión y compromiso 
adquirido a nivel internacional en la lucha contra el lavado de activos y la financiación del 
terrorismo, mediante la ley 1186 de 2009, ley aprobatoria del Memorando de Entendimiento 
firmado en Cartagena en el año 2000, el cual creó y puso en funcionamiento el Grupo de Acción 
Financiera de Latinoamérica (GAFILAT), órgano local que pretende traducir a la realidad 
económica de nuestra región las 48 Recomendaciones del GAFI (Grupo de Acción Financiera 
Internacional) dirigidas en principio a las entidades financieras, extensivo a otras actividades 
denominadas APNFDs (Actividades profesionales no financieras designadas) en virtud de la 
recomendación No. 28, toda vez que se trata de actividades que por su naturaleza cuentan con 
riesgos elevados de captación y blanqueo de capitales como lo son los servicios de abogacía, de 
contaduría, el sector cooperativo, sector solidario, de propiedad raíz, así como todas las empresas 
explotadoras de los juegos de suerte y azar.  
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En virtud de estos mandatos internacionales, se creó a través del estatuto orgánico del 
sistema financiero, Decreto 663 de 1993  el denominado SIPLA para el sector financiero 
posteriormente en robustecido en un SAGRLAFT (Sistema de administración y gestión), que 
contempla las medidas o controles de que se irradian las demás normativas específicas para cada 
sector profesional no financiero como lo es la resolución 32334 expedida por Coljuegos que va 
dirigida tanto a los juegos localizados como a los novedosos operados por internet. 
Para explicar la estructura del sistema, se deben analizar sus dos fases previstas: Fase de 
prevención, cuyo objeto es prevenir que se introduzcan a la operación de los juegos de suerte y 
azar localizados y novedosos recursos provenientes de actividades relacionadas con el LA/FT, y 
la Fase de control, cuyo objeto consiste en detectar y reportar las operaciones que se pretendan 
realizar o se hayan realizado, para intentar dar apariencia de legalidad a operaciones vinculadas al 
LA/FT. Así como también se deben mencionar sus elementos o partes: i) Las políticas de cada 
operador relacionadas con el cumplimiento de las normas sobre prevención y control de LA/FT, 
ii) Los procedimientos que se desarrollarán para cumplir el SIPLAFT. Los cuales deben definir las 
responsabilidades, deberes y facultades de los distintos órganos de dirección y control del 
operador, iii) Los mecanismos utilizados para desarrollar en debida forma los procedimientos, iv) 
Los instrumentos que se aplicarán para la implementación del SIPLAFT, v) Las medidas de control 
con las cuales contará el operador para implementar el sistema y así vigilar su correcto 
funcionamiento, y vi) La conservación de documentos y registros del SIPLAFT. 
Con relación a las políticas se establece que, estas deben permitir el eficiente, efectivo y 
oportuno funcionamiento del SIPLAFT para luego traducirse en reglas de conducta y 
procedimientos que orienten la actuación del operador, sus funcionarios y la de sus socios, para lo 
cual se exigen unas políticas mínimas entre las que se encuentra: i) No establecer ninguna relación 
de negocios o de cualquier otro tipo, con personas naturales o jurídicas cuando se presenten dudas 
fundadas sobre vinculación con LAFT y la consecuente legalidad de las operaciones, licitud u 
origen de sus recursos, o ii) Realizar capacitación a funcionarios y órganos de administración o 
quien haga sus veces y soportarlas documentalmente. 
Los procedimientos deben dirigirse a garantizar el cumplimiento de las políticas definidas 
por el operador, entre las cuales se encuentran las que establece la resolución además de asegurar 
la transparencia en el ejercicio de la actividad blindándola contra el LA/FT, debiendo establecerse 
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procedimientos como: i) uno para atender oportunamente las solicitudes de información que 
determinen la UIAF29, Coljuegos o las demás autoridades con facultades para ello. 
Con relación a los mecanismos de control, se establecen dos principales que son i) La 
identificación respectiva del cliente, lo cual implica recaudar y conservar información que permita 
identificar a la persona natural que supere unos montos mínimos que se utilizan como criterio 
diferenciador (Usuarios que realicen recargas o retiros de saldo en un mismo día por valor superior 
a los $5.000.000) como datos de identificación, datos de contacto así como de ocupación o 
profesión, declaración de origen e los fondos o de ser una PEP30; y ii) La determinación y reporte 
de operaciones requeridas por la UIAF y Coljuegos. 
En materia de reportes, se puede hablar en primer lugar de reportes internos y reportes 
externos, siendo los primeros los que realizan los funcionarios de la organización al personal 
directivo designado para administrar el sistema denominado “Oficial de Cumplimiento”, como 
parte de las política s y procedimientos que se crean al interior de cada organización en procura de 
la prevención y control del LA/FT, y los reportes externos los que por mandato de la ley o sus 
reglamentos deben presentarse a los distintos órganos de control y supervisión del sistema como 
lo es la UIAF y Coljuegos. 
 
3.8.1. Reportes a la UIAF 
 
A esta unidad deben presentarse los siguientes reportes: i) Reporte de Operaciones 
Sospechosas (ROS) o su reporte de ausencia, y ii) Reportes objetivos por transacciones múltiples 
o individuales. 
Una operación sospechosa debe reportarse como ROS directamente a la UIAF y de manera 
inmediata, entendiéndose por inmediato el momento a partir del cual la empresa toma la decisión 
de catalogar la operación como sospechosa, para ello no se requiere que el operador tenga certeza 
 
29 Unidad de Información y Análisis Financiero, creada mediante la ley 526 de 1999 cuyo objeto es la 
detección, prevención y en general la lucha contra el LA/FT en todas las actividades económicas 
dotándosele de facultades de una unidad de investigación. 
30 Persona expuesta políticamente de que trata el artículo cuarto de la misma resolución. Ver Decreto 
1674 de 2016 
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de que se trata de una actividad delictiva, ni de identificarle delito o verificar que los recursos 
tienen origen ilícito; tan solo se requiere que la operación le resulte sospechosa en los términos 
definidos en la resolución y dentro del Manual de Políticas que determine la organización. 
El envío de un ROS a la UIAF es completamente confidencial, no constituye una denuncia 
ni da lugar a ningún tipo de responsabilidad para el operador reportante, ni para los directivos o 
empleados de la empresa, ni para las personas que hayan participado en su detección o en su 
reporte. Además, los soportes que dan lugar a este reporte se deben conservar como mínimo por 
cinco (5) años, al poder ser solicitados por las entidades competentes. 
Si para un mes en específico no se presentan operaciones que la empresa catalogue como 
sospechosas en los términos de su Manual o de la resolución 32334 deberá reportar la ausencia de 
esta. 
Por otro lado, los reportes objetivos por transacciones, se consideran objetivos por cuando 
corresponden al reporte que se hace de determinada persona por la comisión de conductas 
calificadas como reportables según los parámetros que fija la resolución para ello, se divide en 
reporte de transacciones individuales y múltiples. 
En los términos anteriores, se debe reportar a aquellos jugadores que realicen una sola 
transacción de recarga o de retiro que sea igual o superior al monto de cinco millones de pesos ($ 
5.000.000) lo que corresponde al reporte de transacción individual y de igual forma se debe 
reportar a todo jugador que en el transcurso de un mismo mes realice un número plural de 
transacciones que sumadas sean iguales o superiores a un valor de quince millones de pesos ($ 
15.000.000), reportes que se realizará en los formatos que establece la UIAF para tal fin. 
Finalmente, se debe enviar también un reporte objetivo a los canales de recepción de 
Coljuegos, que atiende a los mismos parámetros que se determinaron para el reporte objetivo 
positivo que se envía a la UIAF. 
Debe mencionarse que, la resolución incluye una serie de medidas de control interno, 
cargas u obligaciones de supervisión a cargo de los revisores fiscales como obligados reportantes, 
así como la obligación de realizar permanente observancia de las sanciones financieras dirigidas, 
esto es las medidas contenidas en las resoluciones 1267 de 1999, 1988 de 2011, 1373 de 2001, 
1718 y 1737 de 2006 y 2178 de 2014 del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, así como 
a las que le sucedan, relaciones y complementen. 
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Por último, es necesario comentar el rol de Oficial de Cumplimiento como el cargo de 
obligatoria existencia al interior de toda organización obligada a la implementación de un sistema 
de administración del riesgo de LA/FT, cualificado en su nombramiento y en su s calidades. Debe 
ser elegido por mayoría decisoria en asamblea de accionistas, debe ser como mínimo del segundo 
nivel jerárquico dentro de la empresa del operador o el mismo representante legal según la 
infraestructura de la empresa, así como ser empleado directo con capacidad decisoria, por lo que 
no podrá contratarse con terceros las funciones que le son asignadas. Además de lo anterior debe 
acreditar conocimientos y experiencia en: sistemas de gestión de calidad o gestión de riesgos, 
dirección o gestión de proyectos, o afines con enfoque preferiblemente en prevención y control de 
AL/FT; No debe pertenecer a órganos de control de la empresa, tales como auditoría interna o 
revisoría fiscal y debe registrarse su hoja de vida ante Coljuegos para efectos de supervisión y 
control. 
Son funciones propias del Oficial de Cumplimiento: i) Realizar el documento que soporte 
el SIPLAFT y presentarlo para aprobación de Coljuegos al inicio de la operación, ii) Implementar 
y desarrollar los procesos a través de los cuales se llevará a la práctica las políticas que se tomen 
en materia de LA/FT, iii) Realizar o garantizar la realización de los reportes de que trata la 
resolución en mención, iv) Velar por el adecuado archivo de los soportes documentales y demás 
información relativa al sistema, v) Elaborar y someter a aprobación de la Junta Directiva, o 
asamblea en las empresas en que no exista este órgano, los criterios objetivos para la determinación 
de las operaciones sospechosas, vi) Garantizar la reserva del reporte de una operación sospechosa 
remitido a la UIAF, entre varias otras determinadas en la resolución, en la ley y en los manuales 
de funciones de la determinada empresa. 
Es importante recordar que, el incumplimiento de las disposiciones en materia de 
prevención y control del LA/FT contenidas en la resolución en comento, daría lugar a la imposición 
de sanciones contractuales previstas en el régimen de contratación pública, sin perjuicio de lasque 
se deriven de las investigaciones administrativas y penales que se adelanten en contra de los 




Capítulo II. Régimen tributario de las empresas explotadoras del monopolio rentístico de 
suerte y azar, en la modalidad de novedosos, juegos operados por internet. 
 
Conocidos los requisitos antes descritos, para la operación de los juegos de suerte y azar 
por internet contenidos en el artículo 5 de la resolución 20161200025334 de 2016 y la resolución 
230 del 2013, se pueden considerar las características comunes entre los operadores autorizados. 
Es así como todos ellos deberán: 1) Ser persona jurídica, 2) Contar con activos mínimos 
equivalentes a 1450 salarios mínimos legales mensuales vigentes, 3) Contratar con el estado por 
un periodo mínimo de 3 años, 4) Declarar como actividad económica principal el código CIIU 
9200 “Operación de juegos de azar y apuestas”, 5) Contar con una vigencia de la sociedad o de la 
sucursal de sociedad extranjera de mínimo dos años adicionales a la duración del contrato que 
celebra, de lo que se pueden deducir los efectos tributarios que se analizan adelante. 
De lo anterior, se obtienen los elementos o características comunes a los operadores de 
apuestas por internet, para así, mediante el texto que continúa analizar su régimen tributario, 
tocando impuestos nacionales como el impuesto a la renta y complementarios, el impuesto al valor 
agregado IVA, territoriales como el ICA, unas breves menciones a algunos aspectos de la 
tributación internacional, así como una mención a dos obligaciones formales relevantes en el curso 
de la operación, las declaraciones de retención y autorretención en la fuente y la obligación de 
registro de los contratos de importación de tecnología. 
Además de lo ya mencionado en el acápite que desarrolla el acuerdo 04 sobre el artículo 
35, esto es el referido al ofrecimiento de las apuestas en locales comerciales, debe decirse ahora 
que no todas las plataformas han decidido adoptar modelos de distribución terrestre, o han 
segmentado de forma distinta las zonas o establecimientos a los que proyectan su presencia física. 
Se encuentran algunos operadores que dirigen su presencia física únicamente a las salas de casino, 
tanto propias como de terceros mediante acuerdos para tal fin, como lo son Luckia, Sportium o 
Codere, al tratarse de explotadores de apuestas extranjeros, particularmente españoles, en donde 
cuentan tanto con licencia online como con salas de casino. Hay otros operadores que cuentan con 
acuerdos comerciales que les permiten tener presencia en otro tipo de establecimientos como 
papelerías, café internet, Sportsbook o restaurantes como pueden ser Mijugada, Meridianbet o 
Colbet, y finalmente se encuentran también operadores que si bien pueden tener presencia en 
contados establecimientos físicos, su mayor fuerza de mercado se encuentra dirigida al usuario en 
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línea o directamente vinculado vía internet, en donde el alcance puede ser menor pero de igual 
forma los costos de intermediación son nulos. 
Hablando sobre los costos de intermediación que sufragan estas empresas para la presencia 
física en establecimientos de comercio, se han utilizado diversos modelos comerciales por parte 
de los operadores, todos tendientes a disfrazar la relación para evitar la consideración de una típica 
relación de comisión por intermediación en donde se generarían cargas tributarias onerosas para 
ambas partes que harían en extremo costosa esta intermediación al punto de inviabilizarla, cargas 
como lo son la práctica de la retención en la fuente por servicios de intermediación31, la causación 
del IVA a cargo de los intermediarios responsables del IVA32, que siempre será un mayor costo al 
no poder estas empresas explotadoras del monopolio descontar ese IVA en sus respectivas 
declaraciones pues como se verá más adelante se trata de una actividad excluida de este impuesto, 
pudiendo solo así tomarse una pequeña parte en su respectiva declaración de renta, sin contar con 
las cargas de exigencia de la realización de aportes a seguridad social por tales ingresos33.  
Si consideramos que una propuesta comercial, sin volverla compleja como suele hacerse 
en el mercado meramente para fines comerciales, paga un valor cercano al 35% del neto, en un 
ejemplo de una venta de $ 10.000.000 y unos premios por $ 8.000.000, tenemos un neto de $ 
2.000.000, cuyo pago por x concepto (el cual variará dependiente de la forma de contrato en que 
se busque hacer su planeación) sería un 35% de dicho neto, esto es $ 700.000. Si considerásemos 
dicho valor como una comisión, podríamos avizorar a priori la obligación de retener un 10% al 
 
31 Ver artículo 1.2.4.4.14 del DUR 1625 de 2016. Se aplica la tarifa del 4% a las personas jurídicas y a las 
personas naturales declarantes del impuesto sobre la renta. A las personas no declarantes se les aplican 
tres criterios que allí se describen para determinar si sus pagos están o no sujetos a retención en la fuente. 
32 Ver artículo 420 del ET, sobre le hecho generador del IVA, literal c) “La prestación de servicios en el 
territorio nacional, o desde el exterior, con excepción de los expresamente excluidos”. El cual se aplicaría 
a la tarifa actual vigente del 19% como lo menciona el artículo 468 del ET. 
33 Asunto que no es del resorte de la presente tesis pero que amerita una pequeña mención por su estado 
de indefinición al haberse modificado la base gravable para los aportes a seguridad social de 
independientes por el artículo 135 del PND 2014-2018 (Ley 1753 de 2015) e incluso haberse expedido el 
decreto 1273 de 2018 el cual señalaba que a partir del pasado 01 de junio de 2019 deberían los 
contratantes retener y aportar por sus trabajadores independientes las sumas que allí se establecían, pero 
mediante Sentencia C-219-19 de la Corte Constitucional (Comunicado No. 16 del 22 y 23 de mayo de 
2019) se declaro la inexequibilidad del mencionado artículo 135, por falta de unidad de materia, por lo 
que pierde efecto el decreto que de él se deriva también, encontrándonos en este momento a la espera de 
que el congreso expida una ley en la materia. 
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momento de efectuar su pago34, así como la obligación formal de quien presta el servicio, en caso 
de ser responsable del impuesto sobre las ventas, a facturar ese servicio y a cobrar IVA del 19%, 
con lo cual la empresa contratante debería pagar en el ejemplo $ 833.000 y el contratista recibiría 
para sí tan solo $ 630.000, lo anterior siendo sólo un ejemplo revela que un escenario de este estilo 
no sólo es engorroso en términos formales para el contratista, sino que además poco atractivo 
comercialmente en cuanto al monto a recibir, no olvidemos que por haber generado en sus 
jugadores un juego de $ 10.000.000 obtendría un pago por $ 630.000, por lo que además del 
incremento del 19% en el valor a pagar por el IVA, las empresas de querer elevar sus propuestas 
a un valor comercialmente atractivo deberían incrementarlo tanto que no habría operación que lo 
sostenga, convirtiéndolo en una intermediación financieramente inviable, pues no olvidemos que 
al contar con una obligación de retorno del 83% según lo ya analizado, como máximo será ese 
17% de neto el ingreso con base en el cual la empresa deberá funcionar, siendo la intermediación 
un rubro muy importante en esta ecuación. 
Es por lo anterior, que han surgido propuestas alternas a la comisión como los contratos de 
colaboración empresarial o Joint Venture, en donde la nota fundamental para hablar de un riesgo 
compartido, cual es su característica principal, ha sido la forma en que se calcula el pago de la 
utilidad periódica al derivárla de la utilidad que se pueda generar en la micro-operación del 
intermediario, existiendo la posibilidad de que resulte determinado periodo con un neto negativo 
(por la dinámica de restar a los valores jugados los valores pagados) caso en el cual tanto la 
empresa como el intermediario distribuirían la pérdida, o de no hacerlo (por lo poco atractivo del 
modelo comercial) podría devengar cero pesos a pesar de haber empleado su fuerza de trabajo y 
haber puesto a disposición de la operación sus instalaciones y equipos. 
Aun lo anterior, luego de emitido el concepto general de la DIAN No. 8537 del 09 de abril 
de 201835 se inviabilizaría para la mayoría de operadores la estructuración de sus operaciones 
mediante contratos de colaboración empresarial, Joint Venture, pues se interpreta en este texto 
citado el artículo 18 del Estatuto Tributario en el sentido de indicar que luego de las modificaciones 
introducidas con la ley 1819 de 2016, se hace necesario que cada una de las partes del contrato de 
 
34 Tarifa de retención en la fuente por servicios de intermediación. 
35 Ver también, y en alusión al mismo tema el concepto de la DIAN 204 del 28 de febrero de 2019. 
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colaboración registren independientemente los ingresos brutos que se deriven de la ejecución del 
contrato, a lo cual le podrán imputar únicamente los costos o gastos que se puedan deducir por su 
relación de causalidad con dichos ingresos y en proporción a su participación en la colaboración. 
Aún así, la interpretación que realiza la DIAN en esta oportunidad no guarda necesariamente 
estricta relación con lo señalado en el artículo 18 del ET pues este último lo que señala es que “(...) 
Para efectos tributarios, las partes deberán llevar un registro sobre las actividades desarrolladas en 
virtud del contrato de colaboración empresarial que permita verificar los ingresos, costos y gastos 
incurridos en desarrollo del mismo.”(subrayado fuera del texto), por lo que se puede diferenciar 
entre i) llevar un registro por parte del socio gestor y el socio partícipe que permita verificar 
ingresos, costos y gastos y otra distinta, y ii) como lo entiende la DIAN, encontrarse el socio oculto 
obligado a registrar los ingresos brutos e imputarle a estos los costos y gastos en proporción a su 
participación, pues esto implicaría, en primer lugar, que un socio oculto deba registrar costos y 
gastos parciales en que incurre únicamente el socio gestor, lo cual se permite en virtud de la libertad 
de configuración de los aportes a la colaboración. 
Esto anterior, es sumamente relevante porque implicaría que el participe gestor del 
contrato, para nuestro caso el operador autorizado, no pueda deducir de su renta los pagos que 
realice a los partícipes ocultos, como costo o gasto, del contrato en virtud de la ejecución del 
mismo, sino que deba registrar únicamente los ingresos brutos que se producen con la liquidación 
periódica del contrato existiendo solo la posibilidad de depurar de la renta esos pagos por la vía 
del menor valor del ingreso 36  (devoluciones, rebajas o descuentos) que difícilmente se 
corresponden con la realidad económica del contrato y por lo tanto su riesgo de re-caracterización 
es muy elevado37. 
Frente a lo anterior, el panorama actual ha sido disímil y sobre todo oculto entre los distritos 
agentes del sector pues, existen quienes han desconocido el concepto de la DIAN mencionado y 
continúan vinculando a sus intermediarios mediante la colaboración empresarial, quienes han visto 
en la distribución terrestre un escenario legalmente complejo por lo que se han dirigido 
principalmente a la presencia física propia o directa y a la explotación de la operación 
 
36 Ver artículo 26 del ET. 
37 Al respecto ver el artículo 869 del ET, y el oficio No. 002114 del 26 de noviembre de 2018 de la DIAN. 
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mayoritariamente por internet, y quienes han optado por nuevas propuestas de planeación, un poco 
menos adaptadas a la realidad y más a la abstracción, como lo es la caracterización de dichos pagos 
a intermediarios como descuentos comerciales por la “venta como minorista” de un producto 
excluido del IVA, obteniendo así un efecto adicional en la declaración de autorretención en la 
fuente, que se explicará más adelante, al descontar, y por lo mismo disminuir la base de referencia 
para la práctica de esta autorretención, como menor valor del ingreso tales erogaciones. 
 
1. Obligaciones tributarias principales 
 
Adentrándonos en los temas en específico, a continuación, se describe cada una de las 
obligaciones tributarias que se le generan a las empresas explotadoras del monopolio dadas sus 
características homogéneas, en donde es importe la mención sobre la renta y complementarios, el 
impuesto al valor agregado, los impuestos municipales, así como a dos de sus obligaciones 
formales relevantes. 
 
1.1. Renta y complementarios 
 
Atendiendo a lo señalado en el artículo 12 del Estatuto tributario, parágrafo primero, en 
primer lugar, las sociedades y entidades nacionales se encuentra gravadas tanto sobre sus rentas y 
ganancias ocasionales de fuente nacional como sobre las que se originen de fuentes extranjeras, lo 
que se conoce como renta mundial. No es posible referirse al parágrafo segundo del mencionado 
artículo 12 para esta actividad dado que la resolución 20161200025334 de 2016 establece que las 
sociedades extranjeras interesadas en operar los juegos de que trata el presente texto deberán 
acreditar la constitución de sucursal en territorio nacional extendiendo para ellos todos los efectos 
y las obligaciones tributarias de las sociedades nacionales. 
Es por lo anterior, que las sociedades operadoras del monopolio estarán obligadas al pago 
de las tarifas generales de renta vigentes para los periodos de existencia de la sociedad a saber, 
33% para el año 2017, 33% para el año 2018, 33% para el año 2019, 32% para el año 2020, 31% 
para el año 2021 y 30% a partir del año 2022 según lo establece el actual artículo 240 del estatuto 
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tributario, modificado recientemente por la reforma tributaria del 2018, ley 1943, declarada 
inexequible por la sentencia C-481-19, y revivida casi en su integridad por la ley 2010 del 201938. 
Apartándonos de las obviedades que deben mencionarse, quisiera comentar por la presente 
la que sería una de las discusiones más recurrentes que se ha llevado a cabo en el desarrollo de la 
actividad que se describe en este trabajo, y que tiene incidencia o relación tanto para la obligación 
sustancial, como contribuyentes que son, del pago anual del impuesto de renta, como con el 
mecanismo anticipado de recaudo, del que se hablará en el acápite siguiente, denominado 
declaración mensual de auto-retención en la fuente a título de renta, esto es sobre la concepción de 
la naturaleza de los ingresos de estas sociedades. 
El interrogante puntual que se plantea es, cuáles son los ingresos brutos para las compañías 
que explotan los juegos de suerte y azar operados por internet, a lo cual en principio se plantean 
dos escenarios posibles: 1) El valor equivalente a la totalidad de las apuestas realizadas en el portal 
del operador del juego por el periodo de estudio, o 2) El valor que resulte de restar a la totalidad 
de las apuestas realizadas el total de premios ganados en el mismo periodo, lo que se conoce como 
“Neto”, que anticipo es la que se concluye debe concebirse por las empresas, y en efecto así lo han 
venido haciendo. 
Antes de adentrarnos en la discusión, es preciso señalar que si bien el artículo 28 del ET 
señala que los ingresos realizados fiscalmente serán los devengados contablemente en el año o 
periodo gravable, y por ende no debería existir pues una discusión en términos tributarios sobre 
este rubro, sino eventualmente contables, me permito mencionar la discusión toda vez que las 
 
38 Ley revivida incluso con la re-inclusión del polémico y ya demandado una vez parágrafo séptimo del 
aludido artículo 240 (Sentencia C-510-19), por incluir una sobretasa de entre 3 y 4 puntos porcentuales 
para las vigencias fiscales 2020 a 2022, específicamente a las entidades financieras. Si bien este parágrafo 
séptimo fue demandado por dos cargos formales (No haber contado con el aval del gobierno para su 
inclusión en la ley 1943 de 2018, violando así el artículo 347 constitucional y no haber sido debatida en 
primer debate dicha inclusión del parágrafo séptimo violando presuntamente así los artículos 157 y 160 
constitucionales al contemplar los principios de consecutividad y de identidad) y uno sustancial (la 
presunta violación del artículo 363 constitucional referente al principio de equidad tributaria), los cargos 
formales se pueden llegar a entender subsanados con la expedición de la ley 2010 de 2019 al haberse 
cuidado de sus formas, pero el cargo sustancial no fue estudiado por la corte constitucional, al haber 
decidido estudiar cada uno de los cargos en orden de presentación, y que de prosperar uno se abstendría 
de pronunciarse sobre los otros, por lo que al haber prosperado el primer cargo, violación del artículo 347, 
los demás no fueron mencionados, podría esperarse se presente nueva demanda en contra de este artículo 
por el cargo sustancial aludido. 
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remisiones que realicen las normas tributarias al campo contable constituyen en dichas normas 
verdaderas fuentes del escenario tributario y por ende no solo es interesante, sino también 
necesario y útil su estudio. 
Aunque en principio pueda pensarse que si se pregunta por ingresos brutos debería 
descartarse toda opción que incluya un proceso de depuración como lo sería el “Neto”, llevar esta 
lógica hasta el extremo puede implicar situaciones insostenibles para las compañías, en términos 
financieros, sobretodo con relación al mecanismo anticipado de recaudo denominado auto-
retención mensual a título de renta. 
El origen de la discusión surge de la lectura del acuerdo 04 de 2016, reglamento del juego, 
en tanto en su desarrollo y contenido parece sugerir que los ingresos brutos de la actividad 
corresponden al valor equivalente a la totalidad de las apuestas realizadas o Total Jugado, al 
mencionar entre otras cosas que: 
“ARTÍCULO 3. DEFINICIONES: 
18. Ingresos netos de la partida o el evento sobre los que se liquidan derechos de 
explotación: son los ingresos brutos del juego menos los premios pagados; los 
ingresos brutos se entenderán como el total de los créditos de participación utilizados 
por parte de los jugadores para apostar en una sesión de juego o partida y como premios 
pagados, el total de créditos de participación a los que se haga acreedor el ganador o 
ganadores. 
31. Retorno al jugador: es el porcentaje de los ingresos brutos obtenidos en el 
desarrollo de un determinado juego que se traslada a los jugadores en concepto de 
premios, el cual no debe ser inferior al 83%” 
Y, 
“ARTÍCULO 5. DERECHOS DE EXPLOTACIÓN. Los derechos de explotación 
que deben transferir quienes operen juegos por internet equivaldrán al 15% de los 
Ingresos brutos menos los premios pagados, por cada tipo de juego, conforme (…)” 
Por lo ya mencionado, todo parecería indicar que el Total Jugado constituiría el ingreso 
bruto para las empresas explotadoras del monopolio, y los premio pagados por el respectivo 
periodo constituirían el principal costo de ventas asociado a ese ingreso, y su aceptación en el 
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gremio sería sencilla si no existieran las dificultades que a continuación se dibujan con relación al 
mecanismo anticipado de recaudo de la auto retención a título de renta, para lo cual lo 
desarrollaremos para entender cuál es o podría ser una determinación sobre el ingreso de estas 
empresas. 
 
1.1.1. Autorretención a título de renta y complementarios. 
 
Con la supresión del CREE y de la auto-retención a titulo de CREE (Impuesto sobre la renta 
para la equidad)39, surge con la reforma tributaria del 2016, ley 1819, este mecanismo de recaudo 
anticipado denominado “auto-retención especial al impuesto sobre la renta” con el objetivo de 
contrarrestar la afectación del recaudo por el beneficio que se les otorga a las personas jurídicas 
de no pagar aportes de salud y aportes parafiscales Sena e ICBF. 
Debe diferenciarse a los sujetos obligados a practicarse la auto-retención especial al 
impuesto sobre la renta con los denominados agentes auto-retenedores, ambos previstos en el 
artículo 365 del ET. Son los primeros aquellos contemplados en el parágrafo segundo del artículo 
365, parágrafo adicionado por el artículo 125 de la ley 1819, reglamentado por el artículo 1.2.6.6. 
del Decreto único reglamentario (Decreto 1625 de 2016), los cuales consisten en agentes auto-
retenedores que no excluyen la posibilidad de ser sujetos de retención en la fuente por los pagos 
recibidos, que deben ser sujetos declarantes del impuesto de renta y estar exonerados del pago de 
las cotizaciones al Sistema General de Seguridad Social en Salud y del pago de los aportes 
parafiscales a favor del Servicio Nacional del Aprendizaje (SENA), del Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar (ICBF) y las cotizaciones al Régimen Contributivo de Salud, respecto de los 
trabajadores que devenguen, individualmente considerados, menos de diez (10) salarios mínimos 
mensuales legales vigentes, por sus ingresos de fuente nacional obtenidos mediante sucursales y 
establecimientos permanentes, de conformidad con el artículo 114-1 del Estatuto Tributario 
adicionado por el artículo 65 de la Ley 1819 de 2016. 
 
39 Ver Arango Arango LM, Martínez Cano LF, Orozco Henao MI. Primer Acercamiento: Perspectivas Y 
Efectos Del Impuesto Sobre La Renta Para La Equidad Cree: 2013 – 2015. 2016. 
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Son los segundos, sujetos que, por sus características y nivel de ingresos, la DIAN les 
puede otorgar la característica de agentes auto-retenedores, los cuales se practicarán a si mismos 
las retenciones por cada pago recibido que estuviere normalmente sujeto a retención por otro sujeto 
pasivo del impuesto a la renta, sin perjuicio de la auto-retención especial a título de renta arriba 
mencionada, las cuales pueden coexistir. 
Siendo esto así, por la naturaleza de los operadores de juegos de suerte y azar en la 
modalidad de novedosos, juegos operados por internet, todos persona jurídica, todos quienes 
cumplen con las características del artículo 114-1 del ET al estar exonerados de aportes al SGSS, 
y ninguno perteneciente al régimen tributario especial, deberán cumplir con la obligación formal 
de auto-retención en la fuente a título de renta de que trata el parágrafo segundo del artículo 365 
del ET, reglamentado por el artículo 1.2.6.6. del DUT. 
Para tales efectos, la referida auto retención a titulo del impuesto sobre la renta se debe 
liquidar sobre cada pago o abono que constituya ingreso gravado para el contribuyente. Al respeto, 
es de señalar que para la actividad de “juegos de azar y apuestas” desarrollada bajo el código de 
actividad No. 9200 se ha fijado una tarifa de 0,80%. 
Entendiendo lo anterior, y sumado al hecho de que el acuerdo 04 en su artículo décimo 
establece cuál ha de ser el porcentaje de retorno que deberán cumplir los operadores del juego, 
entendiéndose el retorno como el porcentaje del Total Jugado que deberá entregar a sus jugadores 
por concepto de Premios o Total ganado al decir que “(…) Los juegos operados por internet 
presentarán un retorno al jugador mínimo del 83% de los ingresos brutos del juego. (…)” es cuando 
empiezan las dificultades para el operador. 
Para entender lo anterior, procuraré ilustrarlo con un ejemplo en el cual por un periodo de 
un mes, que corresponde al periodo de presentación de la declaración de retención en la fuente, un 
operador obtuvo un juego total por valor de diez mil millones de pesos ($ 10.000.000.000), cifra 
bastante cercana con la realidad de varios operadores, y que por la restricción de retorno entrego 
como premios pagados la suma de ocho mil trescientos millones de pesos ($ 8.300.000.000), 
dejando un Neto de mil setecientos millones de pesos ($ 1.700.000.000). 
Así las cosas, la diferencia con relación a rubro que deberá declarar y consignar 
mensualmente este operador se encuentra trazada entre los algo mas de trece millones de pesos ($ 
13.000.000) al calcular el 0,08% sobre el neto contra los ochenta millones de pesos ($ 80.000.000) 
como resultado de calcular la respectiva tarifa sobre el Total jugado. 
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Para continuar con la explicación del problema, solo hay que proyectar la cifra auto 
retenida por la concepción del ingreso bruto como el total jugado a un año lo que resultaría un total 
de novecientos sesenta millones de pesos ($ 960.000.000) que en efecto podrá cruzarse con lo que 
resulte en el respectivo formulario 110 como impuesto a pagar, pero es acá cuando en las 
proyecciones de las empresas se suelen encontrar con que las utilidades del periodo por esta venta, 
teniendo en cuenta sus costos y gastos asociados normales no dan lugar a pagar un impuesto 
siquiera cercano a la quinta parte de lo auto retenido por la vigencia respectiva. 
Sumado lo anterior, con el hecho de que vía este mecanismo anticipado de recaudo se 
estaría hiendo como crédito fiscal el flujo de dinero necesario para hacer crecer la operación y 
sostenerla en el tiempo, se puede concluir fácilmente que la concepción del Total jugado como el 
ingreso bruto para las compañías, por la sola existencia del mecanismo anticipado de recaudo de 
la auto retención a título de renta, inviabiliza las sociedades concesionarias que pretenden explotar 
el monopolio al corto y mediano plazo, más aún cuando luego de haberse culminado el primer año 
completo de operación en el sector se evidenció cómo el 80% de los operadores culminó su 
ejercicio arrojando pérdidas fiscales40. 
Se debe tener presente que, la realidad económica de determinado negocio no puede 
desvirtuar o recaracterizar la naturaleza de los conceptos tributarios o contables y es por ello por 
lo que la argumentación debe encaminarse además a la naturaleza misma del ingreso devengado 
por las empresas explotadoras del monopolio, por lo que es fundamental el concepto emitido por 
el Consejo Técnico de la Contaduría Pública No. CTCP 10-00402-2018 con relación a estas 
empresas al expresar que: 
“(…) este Consejo comprende que las entidades dedicadas a ese tipo de actividades 
ejercen únicamente el servicio de intermediación y por tanto deberá medir sus ingresos de 
acuerdo con los criterios de reconocimiento y medición de los párrafos 23.14 a 23.16 de la 
NIFF para PYMES, es decir, solamente se reconocerá como ingreso el neto de la comisión 
percibida.” 
A pesar del análisis anterior, se ha pronunciado la DIAN mediante el concepto 25556 de 
2016, sobre la naturaleza de los premios pagados por las salas de casino, esto es los juegos 
 
40 Información obtenida y recopilada de los respectivos formularios de renovación de la matrícula 
mercantil en donde exponen cada una su estado de resultados del ejercicio 2018. 
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localizados, e indica la entidad que éstos deberán tenerse para todo efecto como un rubro deducible 
como costo o gasto según corresponda, siempre y cuando cumpla con los requisitos establecidos 
para ello en el artículo 10, dejando la base para la práctica de la autorretención como el Total 
Jugado al considerar este como el ingreso bruto de la operación.41 Si finalmente se concluyese que 
esta última deba ser la posición que predomine el problema estaría entonces relacionado con la 
tarifa del 0,08% que se aplica a este sector haciéndola demasiado onerosa para los operadores 
máxime cuando se encuentran obligados a trabajar con un margen no mayor al 17% de su venta 
total42, y que en la práctica son muchas veces cercanos al 10%, diferente a otras modalidades de 
explotación del monopolio como el Superastro, también dentro de la modalidad de novedosos, en 
donde el margen con que trabajan es cercano al 50% del Total de Juego43. 
A pesar de las grandes diferencias entre actores del mismo sector, interpretando el numeral 
23.14 de las NIIF para Pyme (Reconocimiento del ingreso para actividades de prestación de 
servicios) que cito:  
“Cuando el resultado de una transacción que involucre la prestación de servicios pueda ser 
estimado con fiabilidad, una entidad reconocerá los ingresos de actividades ordinarias 
asociados con la transacción, por referencia al grado de terminación de la transacción al final 
del periodo sobre el que se informa”. (subrayado fuera del texto) 
Trayéndolo a términos de juegos de suerte y azar, se entiende que sólo cuando las apuestas 
se definen y los premios se acreditan en las cuentas de usuarios como créditos para la 
participación es que se debe registrar el ingreso, aunado a lo anterior se menciona en el mismo 
numeral 23.14 de las NIIF para PYME que:  
“El resultado de una transacción puede ser estimado con fiabilidad cuando se cumplen todas 
y cada una de las siguientes condiciones: (a) el importe de los ingresos de actividades 
ordinarias pueda medirse con fiabilidad; (b) sea probable que la entidad reciba los beneficios 
 
41 La base de autorretención debe consistir en el total jugado y los premios o total ganado consiste en un 
rubro deducible siempre que cumpla con los requisitos del artículo 10 del E.T. Ver Concepto Dian 25556 
de 2016. 
42 Por la exigencia del retorno al jugador contemplada en la ley 643 del 2001 y en el artículo 10 del 
acuerdo 04 de 2016. 
43 Exactamente a partir del 51,66%, para lo cual ver “El IVA en los juegos de suerte y azar en Colombia” 
– Gil Corredor, Olga Lucía. Tesis de maestría Universidad Externado de Colombia. Bogotá 2019. pág. 88 
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económicos asociados con la transacción; (c) el grado de realización de la transacción, al 
final del periodo sobre el que se informa, pueda ser medido con fiabilidad; y (d) los costos 
incurridos en la transacción, y los costos para completarla, puedan medirse con 
fiabilidad.”(subrayado fuera del texto). 
De lo anterior se puede concluir que, si las empresas explotadoras del monopolio 
establecen en sus políticas contables el reconocimiento del ingreso a partir del neto por reunir este 
las características del numeral 23.14 de las NIIF para Pyme, se viabilizaría, por esta vía, poder 
darle igual tratamiento en materia fiscal en concordancia con lo preceptuado en el artículo 28 del 
ET. 
 
1.1.2. Ganancias ocasionales 
 
Es un tema también interesante, y a la vez que puede generar algún grado de incertidumbre 
o polémica el de las ganancias ocasionales que son comunes en éste tipo de negocio dada la 
naturaleza de la actividad, pues, según lo establecido en los artículos 304 y 317 del estatuto 
tributario, se consideran ganancias ocasionales gravadas con una tarifa del 20% las provenientes 
de loterías, premios, rifas, apuestas y similares el cual deberá ser retenido en la fuente por la 
persona jurídica que haga la entrega del respectivo pago por tales conceptos44. 
Ahora, en relación con el momento en que ha de practicarse la respectiva retención, por 
disposición del artículo 306 del Estatuto Tributario, se tiene que deberá realizarse al momento del 
pago o abono en cuenta del premio45, siempre que configure el hecho generador del mismo y supere 
la base mínima, la cual consiste en los premios que superen la suma de 48 UVT46. 
Sumado a lo anterior, debe reseñarse una particularidad y es que mediante el Acuerdo 04 
de 2016, resolución ya referida en repetidas ocasiones y que constituye el reglamento del juego, 
en su artículo 33 parágrafo segundo, se le estaría brindando un tratamiento un tanto distinto al 
artículo 404-1 del Estatuto Tributario según como se interprete pues dice que:  
 
44 Artículos 306 y 402 del Estatuto tributario. 
45 Según lo establece el artículo 404-1 de Estatuto Tributario 
46 $ 1.709.136 para el año 2020. 
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“Le corresponde al operador aplicar la retención en la fuente por ganancia ocasional, al 
momento del retiro de los fondos por parte del jugador, lo cual corresponderá al pago o abono 
en cuenta de que trata el artículo 404-1 del Estatuto Tributario”. 
Y es que de la lectura del mencionado parágrafo segundo del artículo 33 del acuerdo 04, 
existen hoy dos interpretaciones, naturalmente una de ellas acogida por los hoy actores de la 
industria por resultarles más favorable, con relación a la expresión subrayada “lo cual 
corresponderá” pues, si se entiende que la correspondencia se guarda entre el momento de retiro 
de los fondos con el momento en que ha de practicarse la retención de que trata el artículo 404-1 
todos los operadores deberían prever en su plataforma un mecanismo por el cual al momento de 
solicitar el retiro del saldo se calcule cuánto deberá descontarse por concepto de ganancia ocasional 
la cual se calculara por cada premio obtenido en su cuenta de juego lo que ocasionaría múltiples 
dificultades para su cálculo, así como para su ejecución. 
Pero, por el contrario, si se entiende que la correspondencia de que trata el artículo 33 del 
acuerdo 04 se guarda entre el momento de retiro de los fondos con el pago o abono en cuenta de 
que trata el 404-1 del Estatuto Tributario sí habría una diferencia importante en tanto se estaría 
asimilando el retiro de los fondos con el pago o abono en cuenta del premio por lo que la base 
sobre la cual se calcularía la retención sería la del monto que el usuario solicita retirar. 
Tanto la primera concepción, por sus dificultades, se entiende como demasiado rígida, y 
entre otras cosas implicaría un tratamiento diferente del que se ha admitido de las ruletas en juegos 
localizados47 así como también desincentivaría el juego, como la segunda concepción por su 
practicidad puede llegar a considerarse como un no cumplimiento de la obligación de retención 
por parte de los operadores del monopolio, por lo que con relación a estos juegos a menos que se 
legisle sobre el caso puntual no existe una última palabra en el asunto. 
La posición adoptada, por su practicidad justamente ha sido la segunda, esto es tomar en 
cuenta el monto solicitado para ser retirado como la base para practicar la retención de que trata el 
artículo 404-1 del Estatuto tributario, pero aun así siguen habiendo temas que generan 
incertidumbre como lo es: (i) si se puede fraccionar el monto a retirar para evadir la retención en 
 
47 Esto dado que en las ruletas de casino o juegos localizados el jugador puede ganar y perder cuantas 
rondas quiera independientemente de si en una ronda obtiene un monto superior a las 48 UVT pues sólo 
hasta que el jugador solicita retirar el dinero que reposa en el monedero de la máquina es que se realiza el 
cálculo para practicar la retención en la fuente por ganancia ocasional, 
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la fuente o si (ii) se puede realizar un control por el cual la retención se calculará y practicará sobre 
la totalidad de los montos retirados, pero en este último caso cuál sería la unidad de tiempo para 
tomar como referencia, si una hora, un día o un mes (que es el periodo de presentación de la 
declaración de retención en la fuente). 
Hasta diciembre del año 2018, los operadores en general habían tomado la previsión de 
restringir a solo una solicitud de retiro por día, pero con la expedición del Acuerdo 05 el 18 de 
diciembre de 2018 la entidad reguladora adiciona el artículo 28 del acuerdo 04 y establece como 
control que los usuarios no puedan realizar más de tres (3) solicitudes de retiro por día lo que 
permite entender que se podría fraccionar el monto a retirar hasta en tres solicitudes y que por ellas 
no se practicará retención en la fuente si ninguna de las tres supera las 48 UVT lo que significaría 
en términos prácticos que los usuarios puedan retirar hasta un aproximado de cinco millones cien 
mil pesos ($ 5.100.000) diarios sin que el operador le practique retención en la fuente por ganancia 
ocasional; esto, claro está, si el operador desea adoptar este tratamiento contable y fiscal que se 
puede considerar como agresivo, riesgoso, pero comercialmente eficiente. 
Mención especial, es necesaria hacer a la duda legítima de si al retiro de saldo que solicita 
el usuario o jugador debe restársele el dinero que inicialmente depositó en aras de determinar lo 
que realmente corresponde a un premio. Y es razonable plantear esta inquietud toda vez que en un 
escenario económico a modos de ejemplo en el que un jugador realiza una o múltiples recargas de 
saldo que se ven reflejados como créditos para la participación y que dan derecho al juego por 
valor de un millón de pesos, realiza su actividad de juego, apuesta y gana, así como apuesta y 
pierde, finalmente solicita un valor a retirar por dos millones de pesos; en este ejemplo si bien se 
reúnen todos los supuestos de hecho de las normas respectivas para la práctica de la retención, se 
evidencia que el usuario no ha recibido más que un lucro por valor a un millón de pesos. 
La anterior inquietud se le planteó a la DIAN, entidad que mediante oficio 13737 de 2016 
fue tajante con la interpretación literal de las normas referidas y señaló que el cálculo de la base 
mínima a partir de la cual se practica la retención a la tarifa del 20% se debía calcular con 
independencia del monto inicialmente recargado. En todo caso, si se pretendiera plantear discusión 
al respecto deberá enfocarse en el concepto de premio y derivar de allí las implicaciones tributarias 






1.2. Impuesto sobre las ventas 
 
Nos dice el artículo 420 del Estatuto Tributario en su literal e) que el impuesto a las ventas 
se aplicará sobre “la circulación, venta u operación de juegos de suerte y azar, con excepción de 
las loterías y de los juegos de suerte y azar operados exclusivamente por internet” (subrayado fuera 
del texto). Siendo esto así se entiende entonces que la actividad que desarrollan las empresas objeto 
del presente estudio se encuentra excluida del hecho generador del impuesto sobre las ventas. 
Lo anterior, además del beneficio evidente de su exclusión, trae algunas implicaciones 
interesantes como lo es el Parágrafo 3 del referido artículo 420 del Estatuto Tributario pues señala 
que  los servicios prestados y los intangibles adquiridos o licenciados desde el exterior se 
entenderán prestados, licenciados o adquiridos en el territorio nacional y causaran el respectivo 
impuesto cuando el usuario directo o destinatario de los mismos tenga su residencia fiscal, 
domicilio, establecimiento permanente, o la sede de su actividad económica en el territorio 
nacional. 
Para estos eventos, por regla general, el numeral 3° del articulo 437-2 del E.T y el parágrafo 
1 del articulo 437-2 del E.T. establecen el mecanismo de retención en la fuente como vía de 
recaudo del 100% del valor del impuesto (19%). Así pues, los responsables del régimen común de 
IVA que contraten servicios con proveedores del exterior estarían obligados a practicar la 
mencionada retención en la fuente (en muchos casos asumida como sobrecosto por las cláusulas 
VAT – Value added tax, o valor sin impuestos), sin embargo, se les permite que tales sumas sean 
tomadas como descontables en las correspondientes declaraciones del impuesto sobre las ventas, 
teniendo en cuenta las normas generales para tales efectos. 
Por lo tanto, teniendo en cuenta que las empresas explotadoras del monopolio no se 
consideran responsables del impuesto sobre las ventas por desarrollar una actividad excluida no 
estarían obligadas a asumir la referida retención en la fuente a título de IVA sobre los pagos que 
realice a favor de sus proveedores o licenciatarios de software pues dicha obligación se encuentra 
prevista únicamente para los agentes responsables de este impuesto (antes régimen común) según 
el referido numeral tercero del artículo 437-2 del Estatuto tributario, existiendo la posibilidad de 
que, al momento de desarrollar otras actividades gravadas con IVA por parte de estas empresas se 
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negocie la referida retención al exterior para descontarla de sus respectivas declaraciones 
bimestrales. 
Y lo anterior no es poco, pues son varios los servicios que se prestan o los intangibles que 
se licencian desde el exterior para las empresas explotadoras de esta actividad y solo para 
mencionar algunos se encontrarían los proveedores de plataforma de juego como lo pueden ser 
Nsoft, NovusBet, BtoBet, Sbtech, Playtech, Gaming1 o Betconstruct, los proveedores de cuotas y 
estadística de juego como lo pueden ser Sportradar, Kambi, Betgenius, Betfair o Perform, así como 
los servicios de certificación de plataforma y cambios en la plataforma que prestan los laboratorios 
técnicos de juego autorizados por Coljuegos como lo son GLI - Gaming Laboratories International 
LLC, BMM – North America INC, SIQ – Ljubljana, NMY – Metrology and Gaming LTD o 
Quinel. 
En otras palabras, si bien se podría considerar que el licenciamiento de software o de 
cualquier intangible, así como la prestación de servicios desde el extranjero a las empresas del 
sector, estaría gravado con IVA, no cuentan los operadores de apuestas con la carga de recaudarlo, 
lo que no obsta para que, por la prestación de servicios gravados, los prestadores de los mismos 
desde el exterior deban cumplir con sus obligaciones; es así como, según dispone el parágrafo 2 
del artículo 437 del Estatuto Tributario “La Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales 
establecerá mediante resolución el procedimiento mediante el cual los prestadores de servicios 
desde el exterior cumplirán con sus obligaciones, entre ellas la de declarar y pagar, en su calidad 
de responsables cuando los servicios prestados se encuentren gravados”, procedimiento que quedo 
consignado en la resolución 51 de octubre de 2018 de la Dian que crea el procedimiento 
simplificado del impuesto sobre las ventas IVA para prestadores de servicios desde el exterior. 
 
1.3. Impuesto de industria y comercio 
 
El impuesto de industria y comercio, se causa por la realización de actividades comerciales, 
industriales y de servicios en las respectivas jurisdicciones municipales. Son sujetos pasivos del 
ICA las personas naturales, jurídicas o sociedades de hecho, que realizan alguna de las actividades 
gravadas, de conformidad con el artículo 32 de la Ley 14 de 1983, y atendiendo a los respectivos 
estatutos tributarios municipales. 
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Ahora bien, según lo previsto en el artículo 54 de la Ley 1430 de 2010, los miembros de 
una unión temporal o consorcio son sujetos pasivos del ICA, como impuesto territorial que es, 
cuando realicen a través de la unión temporal o consorcio el hecho generador del tributo. No 
obstante, en relación con la obligación formal de declarar, el parágrafo 2° del artículo en mención 
establece que, en los consorcios, los obligados son los socios o partícipes de los consorcios, 
mientras que en las uniones temporales, lo sería el representante de la forma contractual. 
No obstante lo anterior, el artículo 49 de la Ley 643 de 2001 establece una prohibición 
expresa para los departamentos, municipios y distritos de gravar con tributos los juegos novedosos 
de suerte y azar, tales como el impuesto de industria y comercio. Es pertinente mencionar que esta 
misma lectura ha sido esbozada por la jurisprudencia de la Corte Constitucional mediante 
Sentencia C-1191 de 2001 y del Consejo de Estado a través de la Sentencia del 30 de agosto de 
2016, Expediente No. 21834. 
Es así como, en linea con lo ya expuesto, las empresas explotadoras del monopolio de 
juegos de suerte y azar, con independencia de su modalidad, no podrán ser gravadas por sus 
actividades relacionadas de esta naturaleza por el impuesto municipal de Industria y Comercio, ni 
ningún otro de naturaleza territorial. 
 
1.4. Aspectos relacionados con la tributación internacional 
 
En línea con lo ya expuesto, sobre los pagos al exterior en materia de retenciones por IVA, 
deben contemplarse los demás supuestos, así como las posibles cargas o implicaciones que se 
puedan derivar de ello, pues si bien para efectos de IVA no existe entonces el mecanismo para 
practicar retención, sigue siendo un pago al exterior que para efectos de ser considerado como 
deducible como costo o gasto debe cumplir los requisitos para su deducibilidad. 
Además de los conceptos ya enunciados que se pagan al exterior (alquiler de plataforma, 
proveedores de cuotas y las certificaciones de los laboratorios), también es común que existan 
pagos a empresas de pauta en internet como Google en lo que refiere a adwords48 o a Facebook 
 
48 Servicio prestado por Google para la realización de pauta publicitaria en la búsqueda de Google, en los 
banners de las páginas con espacios para la pauta o en YouTube (lateral, inferior, como banner durante el 
video o como micro video que interrumpe la reproducción del contenido que el usuario desea ver) 
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Inc por la pauta tanto en Facebook como en Instagram, estos anteriores son canales que por el tipo 
de negocio se consideran de obligatorio aprovechamiento por parte de los operadores pues sobra 
decir que gran parte de su público potencial es usuario, además, del resto de la red.  
Además de ellas, se paga al exterior un servicio indispensable para el funcionamiento de 
las plataformas, esto es el alojamiento de las bases de datos en servidores en el extranjero como lo 
puede ser Canadá, Francia o Estados Unidos, como principales proveedores de alojamiento. Por 
esto es necesario primero, identificar las principales jurisdicciones con las que se suele contratar, 
tema que varía mucho, como se puede imaginar, dependiendo de la jurisdicción del domicilio de 
la empresa que provee el determinado servicio. 
Es común hablar de proveedores alojados en Malta como lo es el caso de Sirplay, Betway, 
Bookmaker, Kambi, Quinel o Live Sport Media49, alojados en España como GLI EU, Luckia, 
Sportium, Codere o Kirolbet, etc. 
En materia de pagos al exterior, por el licenciamiento de software o la prestación de 
servicios el mayor inconveniente (dejando de lado la negociación de los precios, el cambio de 
divisa, las comisiones bancarias, etc.) ha sido siempre la retención en el pago que se debe realizar 
pues, muchas veces determina la viabilidad de la prestación del servicio al tratarse de sumas 
importantes que se mueven por estos canales, es por lo anterior, y por el hecho de que las empresas 
proveedoras del sector proveen sus servicios igualmente a variadas jurisdicciones en todo el 
mundo, que se han decantado por adoptar múltiples sedes de negocio, o la constitución de empresas 
vinculadas alojadas en distintas jurisdicciones como ha sido Suiza o España en el caso europeo, 
Argentina o Perú en el caso latinoamericano50, desde las cuales se factura la prestación de los 
servicios. 
Cabe recordar que, jurisdicciones como la española o la suiza han celebrado con Colombia 
convenios para evitar la doble imposición (CDI), actualmente vigentes y en ejecución, que 
 
49 Se trata de un proveedor muy importante de espacio para pauta al ser la empresa dueña del portal web 
mismarcadores.com considerado como el de mayor público hispano para la consulta de resultados 
deportivos, convirtiéndose en un imprescindible en los establecimientos de apuestas dedicados. 
50 En el caso latinoamericano, se trata de las tarifas especiales de retención por regalías bajo la Decisión 
578 de 2004 de la CAN, que permite que las retenciones practicadas entre países miembros de la CAN 
sean descontadas completamente de las respectivas declaraciones de renta que se presente en la 
jurisdicción desde la que se está facturando.   
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incorporan una tarifa de retención por regalías mucho más baja que la tarifa general aplicable a la 
generalidad de los países, esto es la del 10%, con el agregado de que el valor retenido podrá 
tomarse como crédito fiscal en la respectiva jurisdicción siempre que se encuentre debidamente 
certificada por el agente retenedor, lo que permite no solo disminuir los precios de los servicios 
sino incluso llegar, mediante la negociación, a determinar que la retención la asuma quien presta 
el servicio (como debiera ser en todo caso), dado que es común la inclusión de cláusulas tendientes 
a la no asunción de impuestos o VAT, Value Added Tax (Valor sin impuestos) en los negocios o 
contratos trasfronterizos. 
Por último, una mención a jurisdicciones como Isla de Man51 o Malta52, que si bien no han 
sido incluidas en el artículo 1.2.2.5.1. del DUT 1625 del 2016 como jurisdicciones de baja o nula 
imposición, por sus características, y por las graves consecuencias de no valorar estas 
jurisdicciones de forma correcta53, es prudente que sean considerados por los contribuyentes como 
regímenes tributarios preferenciales de acuerdo con los criterios establecidos por el numeral 
segundo del artículo 260-7 del Estatuto Tributario. 
Aprovecho, entonces, para realizar mención a la diferencia entre jurisdicciones no 
cooperantes y regímenes tributarios prefrenciales. La norma que regula la materia es el artículo 
260-7 del E.T., cuyos apartes pertinentes transcribo a continuación: 
“ARTÍCULO 260-7. Modificado. Ley 1819/2016, Art. 109. Jurisdicciones no cooperantes, 
de baja o nula imposición y regímenes tributarios preferenciales. Para efectos del impuesto 
sobre la renta y complementarios se tendrán las siguientes definiciones: 
1. Las jurisdicciones no cooperantes y de baja o nula imposición, serán determinadas por el 
Gobierno nacional mediante reglamento, con base en el cumplimiento de uno cualquiera de 
los criterios que a continuación se señalan: 
 
51 A pesar de que mediante Oficio de la DIAN no. 020908 de 2017 se haya comunicado que Isla de Man 
cuanta con un tratado internacional para el intercambio de información en materia tributaria, se ve cómo 
también, por ejemplo, para el año 2019 esta jurisdicción continuaba enlistada como paraíso fiscal en el 
Anexo 1 de la Ley peruana de impuestos, disponible en 
http://www.sunat.gob.pe/legislacion/renta/regla/anexo.pdf 
52 Ver “Malta, un resort fiscal dentro de la UE para atraer a las grandes fortunas” Garrido, Hugo, y otros. 
(2017). Elmundo.es. Recuperado de: https://www.elmundo.es/economia/malta-
files/2017/05/19/591f1624468aebdd678b4694.html. Consultado el 29 de enero de 2020. 
53 Ver Concepto general unificado DIAN No. 0386 del 10 de abril de 2018 
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a) Inexistencia de tipos impositivos o existencia de tipos nominales sobre la renta bajos, con 
respecto a los que se aplicarían en Colombia en operaciones similares; 
b) Carencia de un efectivo intercambio de información o existencia de normas legales o 
prácticas administrativas que lo limiten; 
c) Falta de transparencia a nivel legal, reglamentario o de funciona-miento administrativo; 
d) Inexistencia del requisito de una presencia local sustantiva, del ejercicio de una actividad 
real y con sustancia económica; 
e) Además de los criterios señalados, el Gobierno nacional tendrá como referencia los 
criterios internacionalmente aceptados para la determinación de las jurisdicciones no 
cooperantes o de baja o nula imposición. 
2. Los regímenes tributarios preferenciales son aquellos que cumplan con al menos dos (2) 
de los siguientes criterios: 
a) Inexistencia de tipos impositivos o existencia de tipos nominales sobre la renta bajos, con 
respecto a los que se aplicarían en Colombia en operaciones similares; 
b) Carencia de un efectivo intercambio de información o existencia de normas legales o 
prácticas administrativas que lo limiten; 
c) Falta de transparencia a nivel legal, reglamentario o de funciona-miento administrativo. 
d) Inexistencia del requisito de una presencia local sustantiva, del ejercicio de una actividad 
real y con sustancia económica. 
e) Aquellos regímenes a los que sólo pueden tener acceso personas o entidades consideradas 
como no residentes de la jurisdicción en la que opera el régimen tributario preferencial 
correspondiente (ring fencing). 
Adicionalmente, el Gobierno nacional, con base en los anteriores criterios y en aquellos 
internacionalmente aceptados podrá, mediante reglamento, listar regímenes que se 
consideran como regímenes tributarios preferenciales.” 
Nótese cómo el artículo en mención establece dos categorías de jurisdicciones: 
(i)    Jurisdicciones no cooperantes y de baja o nula imposición: Estas son las jurisdicciones 
que con anterioridad a la Reforma Tributaria, ley 1819 de 2016, se conocían como “paraísos 
fiscales” y son las que deben ser establecidas por el Gobierno Nacional a través del correspondiente 
decreto reglamentario, de conformidad con los criterios establecidos en el referido numeral 1° del 
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artículo 260-7 del E.T. Dicho listado es el actualmente establecido en el artículo 1.2.2.5.1 del 
Decreto Único Reglamentario en materia tributaria. 
(ii)  Regímenes tributarios preferenciales: Esta es una nueva categoría establecida con la 
Reforma Tributaria del 2016, cuya caracterización debe ser realizada por el propio contribuyente 
o por las autoridades tributarias, de conformidad con los criterios establecidos en el referido 
numeral 2° del artículo 260-7 del E.T. Es decir, se trata de una categoría que opera Ope Legis o de 
pleno derecho.    
Lo anterior, sin perjuicio de la facultad que tiene el Gobierno Nacional para fijar vía 
reglamento las jurisdicciones que se deben entender como regímenes tributarios preferenciales. 
Sin embargo, esta facultad reglamentaria que se fija expresamente en la norma no hace nugatoria 
la aplicación directa de la ley. De allí se explican las expresiones “adicionalmente” y “podrá” del 
aparte normativo pertinente del artículo 260-7 del E.T.: “Adicionalmente, el Gobierno nacional, 
con base en los anteriores criterios y en aquellos internacionalmente aceptados podrá, mediante 
reglamento, listar regímenes que se consideran como regímenes tributarios preferenciales”. 
 
1.5. Declaración mensual de retención en la fuente y auto-retención especial en la fuente 
por concepto del impuesto sobre la renta 
 
Deberán las empresas explotadoras de la actividad de que trata este texto, y de acuerdo con 
lo mencionado en el acápite anterior 1.1.1., presentar mensualmente la declaración de retención en 
la fuente por las retenciones practicadas a los pagos generadores del impuesto a la renta, así como 
en la misma declaración, formulario 350, presentar la auto-retención especial a título de renta de 
que trata el parágrafo segundo del artíuclo 365 del ET, reglamentdo por el artículo 1.2.6.6. del 
DUR. 
Esta periodicidad mensual, la contempla, para la auto-retención especial a título de renta, 
el artículo 1.2.6.9. el cual señala que los responsables de la autorretención en la fuente a título de 
impuesto sobre la renta y complementario de que trata el artículo 1.2.6.6. deberán declarar y pagar 
las autorretenciones efectuadas en cada mes, en el formulario prescrito por la Unidad 
Administrativa Especial Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN) y en los plazos 
que para el efecto establezca el Gobierno nacional, y para las retenciones practicadas en la fuente 
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se tiene el artículo 604 del ET, que señala que el periodo fiscal de las retenciones en la fuente será 
mensual. 
Es importante señalar y realizar la precisión de los ingresos que se entienden hacen parte 
de la base para calcular la auto-retención especial a título de renta de que trata el artíuclo 1.2.6.6. 
del DUR, pues, es común pensar que los ingresos base serán los operacionales, que en esta 
actividad económica suelen ser el 99% del monto total del ingreso. Pero, ha de recordarse que aún 
cuando estas empresas no suela desarrollar otras actividades generadoras de ingreso, sí, por 
ejemplo, suelen tener constituídos CDT´s que son obligatorios como amparos de cumplimiento de 
las pólizas contratadas para la concesión de la actividad, los cuales, en el mes que generen los 
rendimientos, deberán incluirse en la base para calcular la autoretención; lo mismo sucede con 
todos esos rendimientos financieros periódicos de los saldos que reposan en las cuentas bancarias 
de la respectiva empresa, pues señala el artículo 1.2.6.8. del DUT que “esta autorretención a título 
de impuesto sobre la renta se liquidará sobre cada pago o abono en cuenta realizado al 
contribuyente sujeto pasivo de este tributo”, lo que comprende tanto ingresos operacionales, como 
los no operacionales. 
 
1.6. Registro de los contratos de importación de tecnología ante la DIAN 
 
Es importante advertir que, la legislación fiscal impone requisitos adicionales para el 
reconocimiento fiscal de los pagos por concepto de regalías u otros beneficios originados en 
contratos de importación, tales como el registro de estos contratos previo al reconocimiento de la 
deducción ante la autoridad competente para su procedencia.54 
Se trata, entonces, de una obligación formal adicional que suele ser de aplicación para este 
sector de los juegos de suerte y azar operados por internet, pues como se mencionaba en capítulos 
anteriores, es común tanto el licenciamiento de software desde el exterior por los proveedores de 
software junto con servicios adicionales,  el mantenimiento de software desde el exterior o la 
prestación de servicios específicos relacionados con tecnología, como el trabajo de certificación 
de la plataforma, y sus modificaciones o integraciones. 
 
54 Ver Concepto DIAN 799 del 2018 
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Así lo menciona el artículo 1.2.1.18.17 del DUT pues señala que la deducción por concepto 
de regalías u otros beneficios originados en contratos sobre importación al país de tecnología y 
sobre patentes y marcas, será procedente siempre que se demuestre la existencia del contrato y su 
autorización por parte del organismo oficial competente, lo cual corresponde específicamente a la 
celebración del contrato de forma escrita y a su registro ante la DIAN.55 
Al respecto la DIAN, mediante resolución 062 del 24 de febrero de 2014 estableció y 
reglamentó la forma, contenido y términos del registro de los contratos de importación de 
tecnología ante dicha entidad, en donde menciona, por ejemplo, en su artículo segundo, que las 
modalidades de contratos de importación de tecnología que deben registrarse, so pena de su 
desconocimiento fiscal son los: 
a) Contratos de licencia de tecnología; 
b) Contratos de licencia de marcas; 
c) Contratos de licencia de patentes; 
d) Contratos de asistencia técnica; 
e) Contratos de servicios técnicos; 
f) Contratos de ingeniería básica; 
g) Los demás contratos tecnológicos. 
Es así como todos los servicios adicionales y conexos al licenciamiento de software56 que 
se prestan, el mantenimiento de software desde el exterior (literal d) y los servicios especificos de 
certificación y recertificación (literal e), deben ser registrados por estas empresas explotadoras del 
monopolio rentístico de juegos de suerte y azar por internet, para lo cual, deberán primero obtener 
una traducción oficial, y luego radicar mediante el portal web de la entidad la solicitud de registro 
indicando para ello, naturaleza, objeto, precio, duración, y demás datos de identificación del 
contrato respectivo. 
 
55 Mediante el Decreto 4176 de 2011 en el numeral 1 del artículo 1°, el gobierno reasigno la función de 
guardar el registro de los contratos de importación de tecnología a la DIAN, así como las funciones de 
expedir las certificaciones pertinentes, función antes atendida por el Ministerio de comercio, Industria y 
Turismo. 
56 Por otra parte, el licenciamiento de distribución o uso de soporte lógico (software) no debe registrarse, 
tal como lo establece el parágrafo primero, artículo segundo, de la citada resolución 062 del 2014. 
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Además, se exige, para quienes pretendan realizar este proceso, que el contribuyente 
interesado incluya en su RUT la obligación código 10, de la casilla 53, referente a “obligado 









De la elaboración y revisión del presente trabajo podemos extractar las siguientes 
conclusiones generales: 
En primer lugar, que se trata de un sector de la economía de reciente nacimiento en 
jurisdicción colombiana, lo que a nivel latinoamericano representa un modelo a seguir, pero que a 
nivel de reglamentación sobre el juego comparándonos con otras jurisdicciones del mundo 
seguimos rezagados pues nuestro mercado no ha llegado al punto de madurez necesario para que 
otras discusiones se empiecen a dar. Temas que acá no se comentan, en otras jurisdicciones son 
objeto de debate, como por ejemplo las limitaciones para la pauta publicitaria y restricciones para 
las franjas horarias de pauta en el juego. 
En segundo lugar, el volumen de normativa que regula la actividad es alto y además cuenta 
con esa especial característica técnica dada la naturaleza propia del sector y de la actividad, por lo 
que se requiere de equipos interdisciplinarios para comprender su real dimensión por parte de los 
operadores, así como para plantear los cambios por parte de la entidad, en búsqueda siempre de 
una regulación más clara y útil para todos los actores del sector, operadores, usuarios, asesores, 
estado. 
En tercer lugar se puede concluir que, a pesar de ser estricto el reglamento en señalar las 
calidades de las personas jurídicas que pretendan contratar con el estado la actividad, han sido 
numerosas las compañías que se han aventurado en esta dura y reñida competencia, en donde dos 
grandes compañías han acaparado más del 80% del mercado y las demás buscan en su día a día la 
forma de encontrar ese equilibrio financiero tan anhelado, habiendo algunos ya caído en el camino 
como lo es la página masgol.co, todos motivados por la consideración de la madurez futura del 
mercado y las proyecciones no oficiales de crecimiento; paradójicamente los operadores se 
encuentran en una apuesta millonaria por el crecimiento del sector. 
Se concluye en cuarto lugar que, si la regulación del juego presenta per se suficientes 
ambigüedades, en materia impositiva no se encuentra la excepción, pues solo las diferentes 
interpretaciones en materia de impuestos derivan suficientes efectos como para afectar 
significativamente a estas empresas, y al sector en general de interpretarse de otra manera por la 
administración tributaria. Y, como se desarrolló en su momento, el tema del ingreso no es el único 
que genera una real preocupación en el curso normal de la operación de este mercado, pues, la 
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retención por ganancia ocasional también amerita su mención. Así pues, todos quienes reflexionan 
sobre la aplicación de las normas en materia tributaria han sentido el reto que representa brindar 
seguridad jurídica sobre la carga impositiva a los empresarios de este sector. 
En quinto lugar, sobre la presencia en puntos físicos de los operadores del juego se 
concluye en primer lugar que es necesario desde el punto de vista regulatorio delimitar 
perfectamente el concepto de ofrecimiento de apuestas (artículo 35 del acuerdo 04), así como la 
actividad de un punto meramente de recargas (artículo 33 del acuerdo 04), y en segundo lugar a 
pesar de no desarrollar todos los operadores autorizados la actividad económica de la misma forma, 
en cuanto a los modelos de tercerización y presencia terrestre, las alternativas para desarrollar una 
planeación en materia de tercerización es poca, el riesgo elevado, y los márgenes estrechos de 
EBITDA que se manejan en estas empresas no permite que este rubro ascienda demasiado, so pena 
de poner en riesgo la completa estabilidad de la empresa, por lo que en el momento en que se 
decante a nivel jurisprudencial una posición oficial sobre estos acuerdos de tercerización mediante 
la celebración de contratos de colaboración empresarial, serán varias las empresas operadoras que 
tendrán que revaluar su viabilidad de permanecer en el mercado. 
En sexto lugar, sobre la determinación del ingreso se concluye que si las empresas 
explotadoras del monopolio establecen en sus políticas contables el reconocimiento del ingreso a 
partir del neto por reunir este las características del numeral 23.14 de las NIIF para Pyme, se 
viabilizaría, por esta vía, poder darle igual tratamiento en materia fiscal en concordancia con lo 
preceptuado en el artículo 28 del ET. 
En séptimo lugar, sobre las ganancias ocasionales se concluye que, tal y como está el 
panorama actualmente, no existe en la legislación una previsión expresa sobre la forma de calcular 
y practicar dicha retención en esta actividad, por lo que nos encontramos frente a un escenario de 
ambigüedad en su interpretación, frente a la cual actuar en uno u otro sentido seguirá representando 
un riesgo, ya sea de carácter legal o ya sea de carácter comercial. 
En octavo lugar, sobre el impuesto del IVA se concluye que, si bien se podría considerar 
que el licenciamiento de software o de cualquier intangible, así como la prestación de servicios 
desde el extranjero a las empresas del sector, estaría gravado con IVA, no se tendría establecido 
en la normatividad colombiana un mecanismo para recaudarlo toda vez que esta actividad se 
encuentra excluida del mismo. 
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Se concluye finalmente que, a pesar de las varias trabas con que cuenta el sector, en materia 
impositiva, en materia de acceso al mercado financiero, en materia de ilegalidad terrestre y online, 
en materia reputacional y de falta de seguridad jurídica, su aporte al deporte mediante los 
patrocinios, a la salud mediante los derechos de explotación, la generación de empleo y el 
ofrecimiento de una opción legal y segura de entretenimiento, convierten a esta actividad en una 
digna de ser protegida y su estabilidad garantizada a futuro, con el establecimiento de normas 
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